 
RECURSO DE REVISIÓN EN MATERIA DE SEGURIDAD NACIONAL PREVISTO EN LA LEY GENERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA 2/2022

	                                               
RECURSO DE REVISIÓN EN MATERIA DE SEGURIDAD NACIONAL PREVISTO EN LA LEY GENERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA 2/2022

recurso de revisión en materia de seguridad nacional previsto en la ley general de transparencia y acceso a la información pública 2/2022. 
Recurrente: consejerA jurídicA del ejecutivo federal.


VISTO BUENO
SR. MINISTRO
MINISTRO PONENTE: JORGE MARIO PARDO REBOLLEDO
Cotejó
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Ciudad de México. Acuerdo del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, correspondiente a la sesión del día treinta y uno de agosto de dos mil veintitrés por el que se emite lo siguiente:

[bookmark: _Hlk119697911]V I S T O S, para resolver, el presente Recurso de Revisión en Materia de Seguridad Nacional previsto en la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública 2/2022, interpuesto por la Consejera Jurídica del Ejecutivo Federal en la que señaló como resolución recurrida la emitida por el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales, en sesión de nueve de marzo de dos mil veintidós, dentro del expediente del recurso de revisión RRA **********, derivado de la solicitud de información registrada con el folio **********. 

R E S U L T A N D O:

1. [bookmark: _Hlk119681356]PRIMERO. Solicitud de acceso a la información. El quince de octubre de dos mil veintiuno se presentó, a través de la Plataforma Nacional de Transparencia, una solicitud de acceso a la información pública la cual fue identificada con el folio **********, requiriendo a la Secretaría de Salud la siguiente información: 

“Descripción de la solicitud de información:

“‘Pido se me informe lo siguiente en archivo editable y excel -en el caso de estadísticas o bases de datos-, tomando por temporalidad la actual pandemia -desde su inicio y hasta el día de hoy-:
Me refiero en todos los casos a vacunas contra Covid-19.
1. Qué países le han solicitado a México vacunas donadas contra el Covid- 19, precisando por cada país:
a) País
b) Cantidad de vacunas solicitadas a México
c) Fecha de la solicitud
d) Copia del escrito de solicitud
e) Se informe si la solicitud fue atendida por México y de ser así se precise:
i. Cuántas vacunas le donó (cuántas de cada tipo o marca)
ii. Cuándo se dio esta donación
iii. Quién autorizó la donación (nombre y cargo)
iv. Qué valor económico representaban las vacunas donadas.

2.  En total cuántas vacunas ha donado México a otros países, precisando por cada país:
a) País receptor
b) Cantidad de vacunas donadas por México -cuántas por cada tipo o marca-
c) En qué fechas se realizaron las donaciones -cuántas por cada fecha-.
d) Qué valor económico representaban todas estas vacunas donadas por México.
3. A cuántos países México les ha solicitado vacunas donadas para ser aplicadas a los mexicanos, precisando por cada solicitud de donación:
a) Fecha de solicitud
b) A qué país se dirigió
c) Cuántas vacunas donadas se solicitaron
d) Copia del escrito de solicitud de México
e) Copia del escrito de respuesta a México
f) Se informe si el país atendió esta solicitud de México, y de ser así se informe:
i. Cuántas vacunas donó a México (cuántas de cada tipo o marca)
ii. Cuándo las donó
iii. Qué valor económico tenían las vacunas donadas a México.

4. En total cuántas vacunas ha recibido México donadas, precisando por cada donador:
a) Nombre del donador
b) Total de vacunas donadas (cuántas de cada tipo o marca)
c) Fechas en que se dieron las donaciones
d) Valor económico de todas las vacunas donadas.

5. En total cuántas vacunas ha recibido México compradas - no donadas-precisando por cada vendedor:
a) Nombre del proveedor
b) Total de vacunas que vendió a México (cuántas por cada tipo o marca)
c) Fechas en que se han entregado a México las vacunas compradas
d) Monto económico pagado por esas vacunas." (sic)

2. La Unidad de Transparencia de la Secretaría, para efecto de que se pronunciaran respecto de la información requerida, turnó la solicitud a las Oficinas Directas del Secretario, al Centro Nacional para la Salud de la Infancia y la Adolescencia, a la Dirección General de Relaciones Internacionales, la Oficina del Abogado, la Unidad de Administración y Finanzas y la Subsecretaria de Prevención y Promoción de la Salud.

3. El veintidós de noviembre de dos mil veintiuno, el sujeto obligado notificó al solicitante la prórroga para responder la solicitud de información, mediante la Resolución de ampliación de plazo para otorgar respuesta número ********** de diecinueve de noviembre de dos mil veintiuno.

4. El seis de diciembre de dos mil veintiuno, el Comité de Transparencia de la Secretaría de Salud, a través de la Plataforma Nacional de Transparencia, confirmó la clasificación de la información como reservada por un periodo de cinco años hecha valer por la Dirección General de Relaciones Internacionales respecto de los apartados 1, 2 y 3 de la solicitud, en los siguientes términos:

“PRIMERO. Se confirma la clasificación de la información como reservada hecha valer por las Dirección General de Relaciones Internacionales respecto “expediente de Donaciones de Vacunas Contra COVID-19 de la empresa AstraZeneca, de México a Países de América Latina y El Caribe”, por un periodo de 5 años, conforme a las fracciones I y II, del artículo 110 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública”.

5. En relación con los puntos 4 y 5 de la solicitud, señaló que la información estaba disponible públicamente y proporcionó los vínculos para su consulta.

6. SEGUNDO. Interposición del recurso de revisión. El doce de enero de dos mil veintidós, el solicitante interpuso recurso de revisión en contra de la resolución del Comité de Transparencia de la Secretaría de Salud ante el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales (INAI), en el que manifestó lo siguiente:

“… Recurro la respuesta del sujeto obligado debido a que este no entregó la información solicitada, además de que clasificó como información reservada una parte de la información solicitada, no obstante que dicha reserva carece de fundamento legal, pues se trata enteramente de información de libre acceso.
Recurro todos los puntos de mi solicitud (1, 2, 3, 4 y 5) por los siguientes motivos:
Primero. Recurro debido a que el sujeto obligado no brindó acceso a ninguno de los puntos solicitados.
Segundo. El sujeto obligado no entregó la información solicitada en un archivo Excel que la concentrara, no obstante que todo lo solicitado resulta de su entera de competencia. Además, por tratarse de datos estadísticos o numéricos, debió satisfacer el formato solicitado como Excel, puesto que la Ley General de Transparencia señala que deben priorizarse los formatos de datos abiertos cuando se trate de información que implique estadísticas o datos numéricos.
Tercero. Recurro que una parte de la información solicitada fue reservada, sin embargo, esta reserva carece de sustento legal, pues todo lo solicitado se trata de información de libre acceso, por lo que la misma debió ser entregada.
Es por estos motivos que recurro la respuesta, para que el sujeto obligado brinde acceso pleno a todo lo solicitado, en el formato Excel solicitado, por tratarse de datos numéricos que resultan de su competencia.”

7. En la misma fecha, la Comisionada Presidenta del Instituto asignó el número de expediente RRA ********** al recurso de revisión y, de conformidad con el sistema aprobado por el Pleno del Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales, lo turnó al Comisionado Ponente Adrián Alcalá Méndez, para efectos del artículo 156, fracción I, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública.

8. Por acuerdo de trece de enero de dos mil veintidós, el recurso se admitió a trámite, y se puso el expediente a disposición de las partes para que, en un plazo de siete días, manifestaran lo que a su derecho conviniera, lo que se les notificó el dieciocho de enero siguiente.

9. El veintisiete de enero de dos mil veintidós, a través de la Plataforma Nacional de Transparencia, el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales, recibió los alegatos rendidos por el sujeto obligado. 

10. El nueve de marzo de dos mil veintidós, el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales, resolvió el recurso de revisión ********** en el sentido de modificar la respuesta inicial emitida por la Secretaría de Salud en los considerandos y términos siguientes:


“… CONSIDERANDOS… 

[…]

TERCERO. ANÁLISIS DE CLASIFICACIÓN. Al respecto, cabe señalar que el artículo 6 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece que toda persona tiene derecho al libre acceso a información plural y oportuna, así como a buscar, recibir y difundir información e ideas de toda índole por cualquier medio de expresión; en ese sentido, en principio, toda la información en posesión de cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, órganos autónomos, partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos, así como de cualquier persona física, moral o sindicato que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en el ámbito federal, estatal y municipal, es pública.

Sin embargo, no debe obviarse que el mismo numeral, prevé algunas excepciones tendientes a proteger el interés público y la vida privada de las personas; por lo cual, cuando se está ante una de estas excepciones se considera que la información se clasifica, ya sea en su modalidad de reservada o confidencial, tal como resulte aplicable al caso.

También, que la Ley Federal en sus artículos 110 establece una serie de hipótesis bajo las cuales es posible clasificar la información en su vertiente de reservada, las cuales está sujetas a reglas y criterios específicos para su actualización y alcances, a saber, la elaboración de una prueba de daño.

Con base en lo anterior, tenemos que el ejercicio de acceso a la información sólo encuentra su límite en un estricto régimen de excepciones previsto en la Ley de la materia, con base en el cual puede justificarse la negativa a la entrega de la información, siempre se justifique con elementos ciertos la actuación del supuesto de clasificación respectivo.

· Análisis del artículo 110, fracción I, de la Ley Federal.

Al respecto cabe señalar que, conformidad con la fracción I del artículo 110 de la Ley Federal, podrá clasificarse como reservada la información que comprometa la seguridad nacional, la seguridad pública o la defensa nacional y cuente con un propósito genuino y un efecto demostrable.

En relación con lo anterior, el Décimo Séptimo de los Lineamientos Generales, prevé que podrá considerarse como información reservada, aquella que de difundirse actualice o potencialice un riesgo o amenaza a la seguridad nacional, entre otras, cuando se posibilite la destrucción, inhabilitación o sabotaje de cualquier infraestructura de carácter estratégico o prioritario, así como la indispensable para la provisión de bienes o servicios públicos de agua potable, de emergencia, vías generales de comunicación o de cualquier tipo de infraestructura que represente tal importancia para el Estado que su destrucción o incapacidad tenga un impacto debilitador en la seguridad nacional; así como, se obstaculicen o bloqueen acciones tendientes a prevenir o combatir epidemias o enfermedades exóticas en el país.

También, el Décimo octavo de los Lineamiento Generales dispone que podrá considerarse como información reservada, aquella que comprometa la seguridad pública, al poner en peligro las funciones a cargo de la Federación, la Ciudad de México, los Estados y los Municipios, tendientes a preservar y resguardar la vida, la salud, la integridad y el ejercicio de los derechos de las personas, así como para el mantenimiento del orden público.

En ese sentido, es necesario observar que la Ley de Seguridad Nacional, en sus artículos 3, 5, 8 y 51 dispone que por Seguridad Nacional se entienden las acciones destinadas de manera inmediata y directa a mantener la integridad, estabilidad y permanencia del Estado Mexicano, que conlleven -entre otras cosas- a:

A. La protección de la nación mexicana frente a las amenazas y riesgos que enfrente nuestro país.

B. La preservación de la soberanía e independencia nacionales y la defensa del territorio.

C. El mantenimiento del orden constitucional y el fortalecimiento de las instituciones democráticas de gobierno.

D. El mantenimiento de la unidad de las partes integrantes de la Federación señaladas en el artículo 43 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

A fin de clarificar lo anterior, se consideran amenazas a la Seguridad Nacional, las siguientes:

· Actos tendentes a consumar espionaje, sabotaje, terrorismo, rebelión, traición a la patria, genocidio, en contra de los Estados Unidos Mexicanos dentro del territorio nacional.

· Actos de interferencia extranjera en los asuntos nacionales que puedan implicar una afectación al Estado Mexicano.

· Actos que impidan a las autoridades actuar contra la delincuencia organizada.

· Actos tendentes a quebrantar la unidad de las partes integrantes de la Federación, señaladas en el artículo 43 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

· Actos tendientes para obstaculizar o bloquear operaciones militares o navales contra la delincuencia organizada.

· Actos en contra de la seguridad de la aviación.

· Actos que atenten en contra del personal diplomático.

· Todo acto tendente a consumar el tráfico ilegal de materiales nucleares, de armas químicas, biológicas y convencionales de destrucción masiva.

· Actos ilícitos en contra de la navegación marítima.

· Todo acto de financiamiento de acciones y organizaciones terroristas.

· Actos tendientes para obstaculizar o bloquear actividades de inteligencia o contrainteligencia.

· Actos tendientes para destruir o inhabilitar la infraestructura de carácter estratégico o indispensable para la provisión de bienes o servicios públicos.

· Actos ilícitos en contra del fisco federal a los que hace referencia el artículo 167 del Código Nacional de Procedimientos Penales

Finalmente, que es información reservada por motivos de Seguridad Nacional:

I. Aquella cuya aplicación implique la revelación de normas, procedimientos, métodos, fuentes, especificaciones técnicas, tecnología o equipo útiles a la generación de inteligencia para la Seguridad Nacional, sin importar la naturaleza o el origen de los documentos que la consignen, o

II. Aquella cuya revelación pueda ser utilizada para actualizar o potenciar una amenaza.

No obstante, debe resaltarse que la norma de referencia señala que la información de Seguridad Nacional estará sujeta a lo dispuesto en la Ley en materia de transparencia y acceso a la información.

Expuesto lo anterior, cabe recordar que la pretensión de la persona solicitante estriba en conocer información relacionada con los países que han solicitado a México vacunas donadas contra el Covid-19, la cantidad de vacunas donadas y países a los que México les ha solicitado vacunas donadas.

Sobre dicho requerimiento, el sujeto obligado señaló que las afectaciones con la divulgación de la información podrían estribar en que, por parte de las empresas contratantes, como consecuencia de la inconformidad que ello les llegue a generar, estarían en aptitud de dar por terminados de manera anticipada los respectivos instrumentos; es decir, revelar el contenido íntegro sin el aval expreso de los laboratorios y previo a la determinación de una autoridad, pudiera conllevar la afectación de las obligaciones pactadas, lo que daría cuenta a un problema de salud pública.

Asimismo, que la afectación que conlleva la terminación de los mismos en la capacidad de reacción del estado para inhabilitar la infraestructura de carácter estratégico e indispensable para la provisión de bienes y servicios públicos, como lo es la vacuna.

En ese contexto, se estima que aquella información que pudiera poner en riesgo la operación de la Campaña Nacional de Vacunación, deba ser protegida en la media que ésta haga posibilite la destrucción, inhabilitación o sabotaje de cualquier infraestructura de carácter estratégico o prioritario, así como la indispensable para la provisión de bienes o servicios, e incluso, de manera particular, obstaculice o bloquee acciones tendientes a prevenir o combatir epidemias o enfermedades exóticas en el país.

Sin embargo, atendiendo a la literalidad de la solicitud, es dable señalar que en el presente asunto no puede considerarse como información reservada bajo el supuesto de seguridad nacional, en tanto que, además de no revelar normas, procedimientos, métodos, fuentes, especificaciones técnicas, tecnología o equipo útiles a la generación de inteligencia para tal propósito, su publicidad de ninguna forma tampoco podría ser utilizada para actualizar o potenciar una amenaza, pues, a través de ellos, sólo se requieren principalmente datos numéricos que no dan cuenta de los aspectos señalados. 

Asimismo, no puede afirmarse que la publicidad de la información en comento podría poner en peligro el orden público, debido a que dichos datos no dan cuenta de procedimientos, métodos, especificaciones técnicas sobre la generación de inteligencia entorno a la Campaña Nacional de Vacunación, ni tampoco podrían actualizar o potenciar una amenaza en cuanto a la aplicación o suministro de la vacuna para la población mexicana.

En suma, la información solicitada no se traduce en un riesgo a la seguridad nacional, ya que no se trata de datos específicos sobre el procesamiento de vacunas, sus protocolos de seguridad, o datos cuya difusión pudiera potenciar una amenaza.

Ahora bien, no pasa inadvertido que el Consejo de Seguridad Nacional estableció que la Campaña Nacional de Vacunación contra el Virus SARS-CoV2, se considera un asunto estratégico de seguridad nacional; por lo tanto, la información relacionada con los expedientes archivos, documentos, así como bases de información, o cualquier otro tipo de expresión documental, relacionado con la Campaña Nacional de Vacunación contra el Virus SARS-CoV2, incluyendo la información que contenga cualquier elemento cuyo resultado sea haya plasmado en los expedientes suscritos con las Farmacéuticas, es susceptible de clasificarse como reservada.

En ese sentido, cabe mencionar que del “Documento Rector de la Política Nacional de Vacunación contra el virus SARS-CoV-2, para la prevención de la Covid-19 en México” del 11 de enero de 20217 se desprende que la política nacional para ejecutar el programa de vacunación contra el virus SARS-CoV-2 tiene como objetivo general disminuir la carga de enfermedad y defunciones ocasionada por Covid-19; por lo que su objetivo específico es el siguiente:

· Inmunizar como mínimo al 70% de la población en México para lograr la inmunidad de rebaño contra el virus SARS-CoV-2:

- 100% del personal de salud que trabaja en la atención de Covid-19.

- 95% de la población a partir de los 16 años cumplidos.

Asimismo, del documento referido se observa que se han tomado en cuenta cuatro ejes de priorización para la vacunación contra el virus SARS-CoV-2 en México:

1. Edad de las personas;

2. Comorbilidades personales;

3. Grupos de atención prioritaria, y

4. Comportamiento de la epidemia.

La estrategia de vacunación se estableció por etapas, iniciando la etapa 1 en diciembre de 2020 inmunizando al personal de atención directa a pacientes con Covid-19. La Ciudad de México y el estado de Coahuila se eligieron para poner en marcha la primera etapa. Asimismo, en esta fase inicial se optó por incluir al Estado de México, Querétaro y Nuevo León. De igual forma, se decidió que, a partir del 12 de enero del 2021, la estrategia se ampliaría al resto del país, en las mil 14 unidades hospitalarias que constituyen la red de hospitales que atienden personas con infección respiratoria aguda grave.

De igual forma, del documento referido se tiene que la etapa 2 comenzaría en febrero de 2021, incluyendo al resto de personal de salud de todo el país, y al iniciar la vacunación de las personas mayores de 80 años, estimada en 2,035,415 personas, posteriormente a las personas de 70 a 79 años (4,225,668 personas) y para cerrar esta etapa de la estrategia con las personas de 60 a 69 años (8,199,671 personas), para concluir la etapa 2 de la estrategia con un total aproximado de 15 millones de personas vacunadas.

Finalmente, del Documento Rector citado se desprende que las etapas 3, 4 y 5 de la estrategia de vacunación tendrán lugar a partir de abril de 2021 y contarán con todas las demás vacunas de acuerdo con su disponibilidad y la solicitud de autorización para su uso en México que realicen las casas farmacéuticas a la Comisión Federal para la Protección contra Riesgos Sanitarios.

Asimismo, el Documento Rector de la Política nacional rectora de vacunación contra el SARS-CoV-2 para la prevención de la COVID-19 en México, del 25 de enero de 2022, retoma los ejes de priorización referidos y establece como objetivos específicos:

· Vacunar a las personas más susceptibles a desarrollar complicaciones por COVID- 19, incluyendo a embarazadas de 12 años y más a partir del tercer mes de embarazo y a menores de edad entre 12 y 17 años que vivan con alguna comorbilidad que incremente su riesgo.

· Reducir el número de hospitalizaciones y muertes.

· Facilitar la reapertura económica y regreso a las actividades normales.

· Vacunar entre el 70% y 80% de la población en México para buscar generar inmunidad de grupo.

En seguimiento a lo anterior, del documento intitulado “Estrategia Operativa de la Política Nacional de Vacunación contra el virus SARS-CoV-2 para la prevención de la COVID-19 en México. Operativo Correcaminos”, se observa que el operativo correcaminos es la estrategia multisectorial del Gobierno de México para coordinar la vacunación contra el virus SARS-CoV-2.

El objetivo de la estrategia federal denominada “Operativo Correcaminos” es lograr la cobertura de vacuna contra el virus SARS-CoV-2 de manera eficaz y efectiva de toda la población mexicana (susceptible a recibir la vacuna), de acuerdo con las diferentes etapas y ejes de priorización definidos en el documento rector “Política Nacional de Vacunación contra el virus SARSCoV-2 para la prevención de la COVID-19 en México”.

En ese contexto, se trae a cuentas el comunicado No. ********** de fecha 11 de enero de 2021, a través del cual la Secretaría Técnica del Consejo de Seguridad Nacional hizo de conocimiento que la Campaña Nacional de Vacunación contra el Virus SARS-CoV2, se considera un asunto estratégico de seguridad nacional, lo cual fue establecido por el Consejo de Seguridad Nacional con fecha 24 de diciembre de 2020.

Al respecto, sobre el comunicado emitido por la Secretaría Técnica del Consejo de Seguridad Nacional, cabe precisar:

· Que en fecha 24 de diciembre de 2020, el Consejo de Seguridad Nacional estableció a la Campaña Nacional de Vacunación contra el Virus SARS-CoV-2 como un asunto estratégico de seguridad nacional, en términos del artículo 3, fracciones I, II, II y IV de la Ley de Seguridad Nacional.

· Que se determinó que las instalaciones donde se efectúe: los efectivos de personal e instituciones que involucre; los procesos operativos que demande el correcto resguardo y aprovechamiento de sus insumos; los trámites administrativos y jurídicos que implique, así como las determinaciones de Estado que imponga la citada campaña de vacunación, quedarían amparados bajo los supuestos que la Ley de Seguridad Nacional establece.

· Que dicho documento no es suficiente para acreditar la condición referida ante cualquier autoridad.

Sin embargo, no debe perderse de vista que el artículo 6º. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con los artículos 3, 6, 12 y 122 de la Ley Federal, prevén que toda la información en posesión de cualquier sujeto obligado es pública y sólo podrá ser reservada temporalmente por razones de interés público y seguridad nacional, en los términos que fijen las leyes.

Es decir, en la interpretación del derecho de acceso a la información deberá prevalecer el principio de máxima publicidad, favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia, atendiendo al principio pro persona.

En esa tesitura, las Unidades de Transparencia de los sujetos obligados se encuentran constreñidas a garantizar las medidas y condiciones para que toda persona pueda ejercer el derecho de acceso a la información. 

Aspectos relevantes al caso que nos ocupa, en tanto que la determinación adoptada por el Consejo de Seguridad Nacional respecto a establecer a la Campaña Nacional de Vacunación contra el Virus SARS-CoV-2 como un asunto estratégico de seguridad nacional, se circunscribe a la información que dé cuenta de las instalaciones donde se efectúe; los efectivos de personal e instituciones que involucre; los procesos operativos que demande el correcto resguardo y aprovechamiento de sus insumos; los trámites administrativos y jurídicos que implique, así como las determinaciones de Estado que imponga la citada campaña de vacunación. Es decir, la decisión en comento se ciñe a información relativa a la utilización de recursos correspondientes a institutos de salud u hospitales que resulten necesarios para la implementación de la estrategia nacional de vacunación de mérito.

Además de ello, debe resaltarse que los sujetos obligados deben aplicar de manera restrictiva y limitada, las excepciones al derecho de acceso a la información y deben acreditar su procedencia a cada caso en concreto. En ese sentido, de conformidad con el artículo 97 de la Ley de la materia, los sujetos obligados no pueden emitir acuerdos de carácter general ni particular que clasifiquen documentos o expedientes como reservados, ni clasificar documentos antes de dar respuesta a una solicitud de acceso a la información; de tal forma, la clasificación de información se debe realizar conforme a un análisis caso por caso, mediante la aplicación de la prueba de daño.

Conforme a lo anterior, si bien el Gobierno Federal ha considerado la Campaña Nacional de Vacunación contra el virus Sars-Cov-2 como un asunto estratégico de seguridad nacional, ello no implica que, de manera general y prima facie, toda o cualquier información sobre dicho tema deba ser reservada bajo la causal en análisis, pues se debe atender al caso en concreto.

También, es importante referir que el Estado Mexicano ha dado cuenta de acciones de donación de vacunas hacia otra Estados, así como de la recepción de las mismas bajo dicha figura, como se muestra en las siguientes notas.

* Entrega de vacunas (contenidos 1 y 2)

México dona 1 millón de vacunas contra la Covid-19 a Ecuador
“[…]
Funcionarios de la Secretaría de Relaciones Exteriores (SRE) realizaron el día de hoy, la entrega de 1 millón de dosis de vacunas contra la COVID-19 de la farmacéutica AstraZeneca a la República de Ecuador. Lo anterior, en el marco de la presidencia pro tempore de la Comunidad de Estados Latinoamericanos y Caribeños (CELAC), y en cumplimiento del mandato del presidente de la República, Andrés Manuel López Obrador, sobre cooperación y solidaridad con las naciones de la región en el marco de la pandemia de COVID-19. […]” (sic)
…

México dona 400 mil 800 dosis de vacunas contra COVID-19 y tres toneladas de insumos médicos a Guatemala, El Salvador y Honduras
“[…]
El Gobierno de México informó, a través del secretario de Relaciones Exteriores, Marcelo Ebrard Casaubon, que hoy se inició la tercera misión humanitaria en Latinoamérica, mediante la cual donará 480 mil 800 vacunas a Guatemala, El Salvador y Honduras, mismas que serán trasladadas vía aérea a bordo de tres aeronaves de la Fuerza Aérea Mexicana. Nuestro país hace estos donativos en su calidad de presidente pro tempore de la Comunidad de Estados Latinoamericanos y Caribeños (Celac), cumpliendo el mandato del presidente de la República, Andrés Manuel López Obrador, de cooperación y solidaridad con las naciones de la región.
…
Las vacunas que se donarán son del laboratorio AstraZeneca, producidas en México en los laboratorios de Liomont. Su entrega será coordinada por la subsecretaría para Asuntos Multilaterales y Derechos Humanos de la Secretaría de Relaciones Exteriores y el traslado será concretado por la Fuerza Aérea Mexicana.
 […]” (sic)

* Entrega de vacunas de otros países a México (contenidos 3)
 México recibirá 2.7 millones de dosis de la vacuna de Moderna
ESTADOS UNIDOS DONA A MÉXICO 10.9 MILLONES DE VACUNAS CONTRA COVID-19

La Embajada de Estados Unidos se complace en anunciar la llegada de 3 millones 412 mil 900 dosis de la vacuna AstraZeneca al aeropuerto de Toluca, donadas a México por el gobierno de Estados Unidos.

Con esta quinta entrega, Estados Unidos ha aportado un total de 10 millones 982 mil 900 dosis de vacunas a México para combatir el COVID-19. Felicitamos al Gobierno de México por haber asegurado más de 100 millones de vacunas para su población. Con esta cifra, nos orgullece haber aportado aproximadamente una en cada diez vacunas en el país. Esta contribución del Gobierno de los Estados Unidos refleja el continuo compromiso bilateral de seguir enfrentando la pandemia causada por el virus SARS-CoV-2 y la necesidad de vacunar a nuestros ciudadanos ante la amenaza que representa la continua aparición de nuevas variantes en nuestra región. Este nuevo envió de vacunas permite apoyar a los esfuerzos del Gobierno de México para seguir asegurando la cobertura de sus ciudadanos.
 […]” (sic)

VACUNAS MODERNA DONADAS POR ESTADOS UNIDOS ARRIBAN A MÉXICO
“[…]
Como parte de nuestra colaboración con el Gobierno de México en la lucha contra la pandemia de COVID-19 y en solidaridad con el pueblo mexicano, la Embajada de los Estados Unidos en México anuncia la donación de 1.75 millones de dosis de la vacuna de Moderna arribando el día de hoy al Aeropuerto de la ciudad de Toluca. Esta donación, por parte del Gobierno de los Estados Unidos, refleja el continuo compromiso bilateral de seguir enfrentando conjuntamente la pandemia causada por el virus SARS-CoV-2 y la necesidad de vacunar a nuestros ciudadanos ante la amenaza que representa la continua aparición de nuevas variantes tales como la delta en nuestra región.
Estas vacunas de Moderna se suman al millón 350 mil dosis de Johnson & Johnson y el adelanto de dos millones 720 mil dosis de AstraZeneca, que han arribado de Estados Unidos en lo que va de este año. Nuevamente, nuestros equipos científicos y las autoridades legales y regulatorias de ambos países han trabajado ardua y conjuntamente para asegurar la llegada rápida de lotes de vacunas seguras y efectivas a México. […]” (sic)

De la información oficial de referencia, en relación con el caso que nos ocupa, se desprende:

· Que la Secretaría de Relaciones Exteriores entregó 1 millón de dosis de vacunas contra la COVID-19 de la farmacéutica Astra Zeneca a la República de Ecuador. Lo anterior, en el marco de la presidencia pro tempore de la Comunidad de Estados Latinoamericanos y Caribeños.

· Que el Gobierno de México informó, a través del Secretario de Relaciones Exteriores, Marcelo Ebrard Casaubon, la tercera misión humanitaria en Latinoamérica, mediante la cual donará 480 mil 800 vacunas a Guatemala, El Salvador y Honduras.

· Que la Embajada de Estados Unidos anunció la llegada de 3 millones 412 mil 900 dosis de la vacuna AstraZeneca al aeropuerto de Toluca, donadas a México por el gobierno de Estados Unidos. Con la quinta entrega, Estados Unidos ha aportado un total de 10 millones 982 mil 900 dosis de vacunas a México para combatir el COVID-19.

· Que como parte de la colaboración con el Gobierno de México en la lucha contra la pandemia de COVID-19 y en solidaridad con el pueblo mexicano, la Embajada de los Estados Unidos en México anuncia la donación de 1.75 millones de dosis de la vacuna de Moderna.

En conclusión, de manera oficial se ha dado cuenta que el Gobierno de México ha recibido vacunas para remediar la pandemia por el coronavirus, del cual se desprende que, al menos Estados Unidos de América ha entregado biológicos a nuestro país, y que el Gobierno Federal, por conducto de la Secretaría de Relaciones Exteriores ha donado vacunas a diversas naciones latinoamericanas tales como Guatemala, El Salvador, Honduras y Ecuador.

Por lo cual, se estima que dicha información no se constituye como asunto estratégico de seguridad nacional en los términos adoptados por el Consejo de Seguridad Nacional, pues; además, se reitera que dar a conocer la información peticionada no comprometería la seguridad nacional, es decir, brindar acceso a la información solicitada no potenciaría ningún riesgo o amenaza a la seguridad nacional, ya que en el caso concreto, los datos numéricos requeridos no posibilitarían la destrucción, inhabilitación o sabotaje de infraestructura indispensable para la provisión de bienes o servicios de emergencia, así como tampoco obstaculizaría o bloquearía acciones tendientes a prevenir o combatir la epidemia en el país.

Así, se tiene que dar a conocer la información requerida, no revelaría acción alguna destinada a la protección de la nación mexicana frente a las amenazas y riesgos que enfrente nuestro país; la preservación de la soberanía e independencia nacionales y la defensa del territorio; el mantenimiento del orden constitucional y el fortalecimiento de las instituciones democráticas de gobierno; o el mantenimiento de la unidad de las partes integrantes de la Federación señaladas en el artículo 43 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

A partir de lo anterior, este Instituto concluye que, en el asunto que nos ocupa, no se acredita que con la difusión de la información requerida se actualice o potencialice un riesgo o amenaza a la seguridad nacional. Es decir, no se advierte que revelar la información de interés de la persona peticionaria pudiera generar un riesgo a la seguridad nacional.

Máxime, que el sujeto obligado apoyó su determinación (clasificar como reservada la información requerida) en el acuerdo de fecha 24 de diciembre de 2020, mediante el cual el Consejo de Seguridad Nacional estableció a la Campaña Nacional de vacunación contra el Virus SARS-CoV-2 como un asunto estratégico de seguridad nacional.

Lo cual, hace evidente la inobservancia de lo previsto en los artículos 97 y 105 de la Ley Federal, a saber, que los sujetos obligados deberán aplicar, de manera restrictiva y limitada, las excepciones al derecho de acceso a la información y deberán acreditar su procedencia, sin ampliar las excepciones o supuestos de reserva o confidencialidad previstos en las leyes; asimismo, los sujetos obligados no podrán emitir acuerdos de carácter general ni particular que clasifiquen documentos o expedientes como reservados, ni clasificar documentos antes de dar respuesta a una solicitud de acceso a la información. Lo anterior, puesto que la clasificación de información reservada se realizará conforme a un análisis caso por caso, mediante la aplicación de la prueba de daño, por ello, en ningún caso se pueden clasificar documentos antes de que se genere la información.

· Análisis del artículo 110, fracción II, de la Ley Federal.

Al respecto, en el artículo 110, fracción II de la Ley Federal prevé que como información reservada podrá clasificarse aquella cuya publicación pueda menoscabar la conducción de las negociaciones y relaciones internacionales.

Por su parte, en el Vigésimo de los Lineamientos Generales dispone que podrá considerarse como reservada, aquella que de difundirse menoscabe el curso de las negociaciones internacionales, entendiéndose por éstas el diálogo entre las autoridades mexicanas y los representantes de otros Estados u organismos internacionales, destinadas a alcanzar un objetivo de carácter internacional. Para tal efecto, se deberá acreditar lo siguiente:

a) La existencia de una negociación en curso;
b) Identificar el inicio de la negociación;
c) La etapa en la que se encuentra, y
d) Tema sobre el que versa.

En ese sentido, a continuación, se abordará el estudio de los distintos elementos:

a)  La existencia de una negociación en curso.

Al respecto, el sujeto obligado refirió que las obligaciones pactadas consignadas en los instrumentos requeridos, es información que forma parte de las negociaciones internacionales que se han generado y las cuales podrían menoscabarse y derivar en un tema de seguridad nacional, al obstaculizarse la facilitación de las vacunas que impactará de manera negativa en las acciones para hacer frente a la emergencia.

También que las vacunas aún se encuentran en fase de investigación y ensayos clínicos y que lo recibido para poder suministrarlas en nuestro país fue la autorización de uso de emergencia y dada la escasez a nivel mundial, por lo que dar a conocer información sin acatar lo estipulado en el expediente, afectaría las acciones de vacunación necesarias para afrontar este tema de salud pública.

Por otra parte, que derivado del surgimiento de la pandemia por el virus SARS-CoV-2 (COVID-19), ha surgido la necesidad de realizar acciones encaminadas a salvaguardar el derecho humano a la salud, lo anterior a nivel mundial.

Por lo cual, el objetivo de la negociación es dar a nuestro país la oportunidad de beneficiarse con un amplio número de dosis de la vacuna de COVID-19, asegurando un acceso oportuno y seguro a las mismas, facilitando el objetivo adquirir dosis seguras y eficaces cuando éstas se encuentren disponibles.

En ese sentido, cabe observar que en el Documento Rector de la Política nacional rectora de vacunación contra el SARS-CoV-2 para la prevención de la COVID-19 en México, del 25 de enero de 2022, se da cuenta que México ha participado y continúa participando de manera activa en diversas iniciativas para tener acceso a la vacuna, estableciendo como prioridad que la población mexicana cuente con vacunas eficaces y seguras.

Asimismo, que a través de los procesos de autorización sanitaria, el Gobierno de México, garantiza que las vacunas que se distribuyan y apliquen en el país, cumplan con todas los pruebas y características necesarias, para proteger la vida y la seguridad de todas las personas; y que actualmente existen ocho vacunas autorizadas en México, de las cuales siete están disponibles y se usan en la estrategia operativa de la Política nacional de vacunación contra la COVID-19, y se ejecuta una estrategia concurrente de vacunación de diversos grupos prioritarios.

Como ejemplo de lo anterior, se trae a cuentas que, a nivel ministerial, se ha mantenido un diálogo con la Unión Europea y el Gobierno de Bélgica para asegurar el envío de las vacunas a nuestro país. Derivado de las negociaciones con Argentina, se ha permitido la producción conjunta de la vacuna de AstraZeneca para la región y ha facilitado la cooperación para compartir información sobre la vacuna desarrollada por el Centro de Investigación de Epidemiología y Microbiología Gamaleya con sede en Rusia, que desarrolló su ensayo clínico en Chile.

Es así, que la Secretaría de Relaciones Exteriores se ha encargado de impulsar una política exterior a favor de la salud de la población mexicana, a fin de contar con un acceso universal, oportuno y equitativo a la vacuna contra COVID-19, así como de garantizar, a través de su red consular, el acceso a las vacunas contra el virus SARSCoV-2 de sus connacionales en el extranjero.

También, que mediante comunicación oficial de la Secretaría de Relaciones Exteriores del 29 de septiembre de 2020, se advirtió que el 18 de septiembre de 2020, México formalizó su interés de participar en el mecanismo COVAX, una iniciativa impulsada entre otros por la Organización Mundial de la Salud (OMS) en el que están presentes más de 100 países, con las ausencias de EU y Rusia, y que está pensado para que los estados con mayor capacidad puedan apoyar a quienes disponen de menos recursos; con lo cual, según lo indicado, se garantizó al país garantizada la cobertura del 20 por ciento de su población, es decir 51.6 millones de dosis.

Incluso, conforme a lo publicado en el portal electrónico de la Secretaría de Relaciones Exteriores “México enfrenta grandes desafíos para abastecer suministros médicos ante el esparcimiento de COVID-19. La pandemia requiere una respuesta urgente y ordenada que considere las dimensiones de salud, humanitaria y de desarrollo. Con el objetivo de hacer frente a la contingencia sanitaria, la Secretaría de Relaciones Exteriores coordinó los esfuerzos del Gobierno de México para la recepción de donaciones de insumos médicos necesarios para combatir la pandemia.”

De esta manera, resulta evidente que el Estado Mexicano está en constante proceso de negociación, entre otras, con las farmacéuticas internacionales, en aras de obtener los mejores/mayores beneficios, lo que impacta directamente en la salud de la población mexicana.

Motivo por el cual se estima que se tiene por acreditado el primero de los elementos de la reserva de la información.

b y c) Identificar el inicio de la negociación y la etapa en la que se encuentra.

Sobre dichos aspectos, el sujeto obligado refirió que las vacunas se encuentran en fase de investigación y ensayos clínicos.

En ese sentido, si bien la Política nacional rectora de vacunación contra el SARS-CoV-2 señala que a través de los procesos de autorización sanitaria el Gobierno de México garantiza que las vacunas que se distribuyan y apliquen en el país, cumplan con todas los pruebas y características necesarias, para proteger la vida y la seguridad de todas las personas; ello no representa elemento de convicción alguno en relación con las negociaciones que se llevan a cabo para efecto de la recepción o envío de donaciones de vacunas, en las que esté participando el país.

Por lo cual, si bien existe una negociación reiterada para la obtención de vacunas a través de diversos esquemas, ello no implica que la misma se centre o sea exclusiva a las relativas sobre negociaciones.

Aunado a lo anterior, se reitera que, a través de diversas comunicaciones oficiales, el Estado Mexicano ya ha hecho pública información sobre donaciones que ha recibido y realizado, con otros Estados.

Incluso, no es óbice mencionar que, en la Conferencia Matutina del 15 de febrero de 2022, el Titular de la Secretaría de Relaciones Exteriores, Marcelo Ebrard Casaubon, anticipó que los próximos días, México donará 10 mil vacunas COVID a San Vicente y las Granadinas, y 2 mil dosis a Dominica14:

“…Rápidamente, señor presidente, tenemos nada más estas dos donaciones pendientes, ocurrirán en estos días: San Vicente y Las Granadinas, y Dominica en el Caribe, son vacunas fabricadas en México…”

También, que, en la Conferencia Matutina del 21 de junio de 2021, el Titular de la Secretaría de Relaciones Exteriores, Marcelo Ebrard Casaubon, precisó que se habían enviado vacunas a Belice, a Bolivia y Paraguay y Argentina:

“…Y nos ha dado instrucciones el presidente de que México actúe en congruencia con su planteamiento, es decir, si estamos exigiendo, como ahí empecé, acceso universal, equidad en el tema de las vacunas, pues México tiene que actuar en consecuencia. Por ejemplo, si estamos nosotros recibiendo vacunas de siete países, si estamos envasando en México vacunas que se han en otros países o la sustancia activa viene de Argentina o viene de China, México también tiene que ser congruente.
Entonces, se han enviado vacunas ya a Belice, a Bolivia y Paraguay, desde luego a Argentina que, como saben, está produciendo la sustancia activa de AstraZeneca. Esta semana va a haber envíos a Guatemala, El Salvador, Honduras, Jamaica y Trinidad y Tobago.
También vamos a donar insumos para Guatemala, más de un millón de insumos médicos, porque tenemos que ser solidarios con los demás, como están siendo con nosotros”.

Lo cual adquiere la mayor relevancia, pues en el caso concreto, no se advierte que la difusión anticipada sobre la realización de donaciones de vacunas pueda poner en riesgo las negociaciones que en su caso se estén llevando a cabo con otros Estados, sea para recibir o enviar éstas.

En ese sentido, contrario a lo referido por el sujeto obligado, brindar el acceso a la información de mérito, no podría menoscabar o poner en riesgo el curso de las negociaciones internacionales, entendiéndose por éstas el diálogo entre las autoridades mexicanas y los representantes de otros Estados u organismos internacionales, destinadas a alcanzar un objetivo de carácter internacional, como es la obtención de la vacuna contra el SARS-CoV-2.

En mérito de lo anterior, no se acredita el segundo y tercero de los elementos de clasificación, respecto de la causal invocada por el sujeto obligado.

En suma, no resulta procedente clasificar la información solicitada, con base en lo previsto en el artículo 110, fracción II de la Ley Federal, en su vertiente de negociaciones internacionales.

· Análisis del artículo 113, fracción I, de la Ley Federal.

Al respecto, el segundo párrafo del artículo 16 de la Constitución Federal dispone que toda persona tiene derecho a la protección de sus datos personales, al acceso, rectificación, y cancelación de los mismos; asimismo, tiene derecho a manifestar su oposición, en los términos que fije la ley, la cual establecerá los supuestos de excepción a los principios que rijan el tratamiento de datos, por razones de seguridad nacional, disposiciones de orden público, seguridad y salud públicas o para proteger los derechos de terceros. 

Por su parte, el artículo 116 de la Ley General dispone que se considera información confidencial la que contiene datos personales concernientes a una persona identificada o identificable.

Asimismo, los artículos 113, fracción I y 117 de la Ley Federal establecen que se considera información confidencial la que contenga datos personales concernientes a una persona identificada o identificable, misma que no estará sujeta a temporalidad alguna, y sólo podrán tener acceso a ella sus titulares, sus representantes y los servidores públicos facultados para ello.

De igual forma, para que los sujetos obligados puedan permitir el acceso a información confidencial, requieren obtener el consentimiento de los particulares titulares de la información, excepto cuando i) la información se encuentre en registros públicos o fuentes de acceso público, ii) por ley tenga el carácter de pública, iii) exista una orden judicial, iv) por razones de seguridad nacional y salubridad general o v) para proteger los derechos de terceros o cuando se transmita entre sujetos obligados en términos de los tratados y los acuerdos interinstitucionales.

En ese sentido, resulta pertinente aclarar que la protección a la confidencialidad de los datos personales establecida en la Ley Federal es una garantía de cualquier persona, independientemente del carácter de su ocupación.

Dicho lo anterior, debe retomarse que la persona recurrente requirió conocer información relacionada con los países que han solicitado a México vacunas donadas contra el Covid-19, la cantidad de vacunas donadas y países a los que México les ha solicitado vacunas donadas.

Lo cual deviene relevante, pues a partir de lo solicitado y lo manifestado por el sujeto obligado, no se advierte que la información se trate de datos inherentes a una persona física identificada o identificable, y por ello, que se trate de datos personales.

Por lo cual, se estima que no resulta aplicable la excepción a la publicidad de la información prevista en el artículo 113, fracción I, de la Ley Federal, en tanto que ésta no puede considerarse confidencial.

· Análisis del artículo 113, fracción II, de la Ley Federal.

Por otra parte, debe observarse que el artículo 113, fracción II, de la Ley Federal prevé que, como información confidencial, podrá resguardarse la relativa a los secretos bancario, fiduciario, industrial, comercial, fiscal, bursátil y postal, cuya titularidad corresponda a particulares, sujetos de derecho internacional o a sujetos obligados cuando no involucren el ejercicio de recursos públicos.

Sin embargo, considerando que la materia de la solicitud se ciñe información relacionada con los países que han solicitado a México vacunas donadas contra el Covid-19, la cantidad de vacunas donadas y países a los que México les ha solicitado vacunas donadas; se hace notorio el hecho que dicha información no se relaciona con datos protegidos bajo alguno de los secretos previsto en la Ley de la materia.

Ello, en tanto que la información no guarda relación con operaciones bancarias, operaciones fiduciarias, datos de carácter comercial o industrial que representen una ventaja económica a su titular, el ejercicio de facultades de comprobación fiscal, operaciones bursátiles, esté relacionada con los usuarios del servicio público de correos; loto (SIC) lo anterior, con base en los elementos previstos en los Lineamientos Generales.

Por lo tanto, no se acredita la procedencia de alguna de las causas de confidencialidad establecidas en el artículo 113, fracción II, de la Ley Federal.

· Análisis del artículo 113, fracción III, de la Ley Federal.

Al respecto, dicho numeral dispone que se considera información confidencial la que presenten los particulares a los sujetos obligados, siempre que tengan el derecho a ello, de conformidad con lo dispuesto por las leyes o los tratados internacionales.

En seguimiento a lo anterior, los Lineamientos generales, en su numeral Trigésimo Octavo, prevén que la información confidencial no estará sujeta a temporalidad alguna y sólo podrán tener acceso a ella sus titulares, sus representantes y los servidores públicos facultados para ello.

También, en el Cuadragésimo de los Lineamientos Generales prevé que no será suficiente que los particulares la hayan entregado con el carácter de confidencial la información, ya que los sujetos obligados deberán determinar si aquéllos son titulares de la información y si tienen el derecho de que se considere clasificada, debiendo fundar y motivar la confidencialidad. Así, la información que podrá actualizar este supuesto, entre otra, es la siguiente:

I. La que se refiera al patrimonio de una persona moral, y 

II. La que comprenda hechos y actos de carácter económico, contable, jurídico o administrativo relativos a una persona, que pudiera ser útil para un competidor, por ejemplo, la relativa a detalles sobre el manejo del negocio del titular, sobre su proceso de toma de decisiones o información que pudiera afectar sus negociaciones, acuerdos de los órganos de administración, políticas de dividendos y sus modificaciones o actas de asamblea.

En ese sentido, se puntualiza que el sujeto obligado no aportó elemento alguno a partir del cual sea posible acreditar que la información está relacionada con datos proporcionados por personas morales con el carácter de confidencial, ni que éstos comprendan hechos y actos de carácter económico, contable, jurídico o administrativo relativos a una persona, que pudiera ser útil para un competidor.

Incluso, debe considerarse que la información que se solicita corresponde a datos sobre países que han solicitado a México vacunas donadas contra el Covid-19, la cantidad de vacunas donadas y países a los que México les ha solicitado vacunas donadas.

Con base en lo anterior, no se acredita la casual de confidencialidad prevista en la fracción III del artículo 113 de la Ley Federal.

Por lo expuesto, se estima que el agravio hecho valer por la persona recurrente, en relación con la clasificación de la información, resulta fundado.

CUARTO. ANÁLISIS DE MODALIDAD DE ACCESO O FORMATO DISTINTO. Ahora bien, en el caso que nos ocupa, el sujeto obligado refirió que la información relativa los contenidos 4 y 5 de la solicitud de información se encontraba disponible públicamente, y proporcionó los vínculos correspondientes.

Sin embargo, la persona recurrente se inconformó refiriendo que no se entregó la información solicitada en un archivo Excel, no obstante que todo lo solicitado es de su competencia; además de tratarse de datos estadísticos o numéricos.

En ese sentido, cabe observar que el artículo 6 de la Ley Federal establece que, en la interpretación de dicho ordenamiento legal, se deberá favorecer el principio de máxima publicidad y disponibilidad de la información en posesión de los sujetos obligados.

Por su parte, el artículo 12 de la Ley Federal, prevé que toda la información pública generada, obtenida, adquirida, transformada o en posesión de los sujetos obligados es pública y será accesible a cualquier persona, para lo que se deberán habilitar todos los medios, acciones y esfuerzos disponibles en los términos y condiciones que establezca la Ley.

Asimismo, el artículo 13 de la Ley Federal, prevé que la generación, publicación y entrega de información se deberá garantizar que ésta sea accesible, confiable, verificable, veraz, oportuna y que atienda las necesidades del derecho de acceso a la información de toda persona.

También, en el diverso 130, párrafo cuarto de dicha Ley, se prevé que los sujetos obligados deberán otorgar acceso a los documentos que se encuentren en sus archivos o que estén obligados a documentar de acuerdo con sus facultades, competencias o funciones en el formato en el que el solicitante elija. Aunado a que en el caso de que la información solicitada consista en bases de datos, se deberá privilegiar la entrega de la misma en Formatos Abiertos.

Además, el artículo 132 de la Ley Federal prevé que cuando la información requerida por el solicitante ya esté disponible al público en medios impresos, tales como libros, compendios, trípticos, registros públicos, en formatos electrónicos disponibles en Internet o en cualquier otro medio, se le hará saber por el medio requerido por el solicitante la fuente, el lugar y la forma en que puede consultar, reproducir o adquirir dicha información en un plazo no mayor a cinco días.

Asimismo, el artículo 136 de la misma norma prevé que el acceso se dará en la modalidad de entrega y, en su caso, de envío elegidos por el solicitante, y cuando la información no pueda entregarse o enviarse en la modalidad elegida, el sujeto obligado deberá ofrecer otra u otras modalidades de entrega. En cualquier caso, se deberá fundar y motivar la necesidad de ofrecer otras modalidades.

En ese sentido, cabe señalar que en el Criterio 02/17 “Congruencia y exhaustividad. Sus alcances para garantizar el derecho de acceso a la información”, emitido por el Pleno de este Instituto, se establece que, para el efectivo ejercicio del derecho de acceso a la información, los sujetos obligados deberán emitir respuestas que guarden una relación lógica con lo requerido y atiendan de manera puntual, y expresa cada uno de los contenidos de información solicitados.

De lo anterior, es posible desprender que el derecho de acceso de las personas quedará garantizado, en el momento que los sujetos obligados entreguen la información que obre en sus archivos, y en el formato en el que se encuentre, privilegiando en la media de lo posible, la modalidad de acceso solicitada por las personas.

Ello, considerado además que las respuestas o información que se entregue, guarde plena correspondencia y atienda todo lo requerido, es decir, la respuesta debe ser congruente y completa a lo pretendido por los solicitantes; pues sólo de esta manera, será posible cumplir con los objetivos previstos en la Ley Federal en su artículo 2, como son:

· Proveer lo necesario para que todo solicitante pueda tener acceso a la información mediante procedimientos sencillos y expeditos;

· Transparentar la gestión pública mediante la difusión de la información oportuna, verificable, inteligible, relevante e integral, y

· Favorecer la rendición de cuentas a los ciudadanos, de manera que puedan valorar el desempeño de los sujetos obligados.

En ese sentido, cabe hacer referencia al criterio 16/17 “Expresión documental”, a través del cual el Pleno de este Instituto ha sostenido que cuando los particulares presenten solicitudes de acceso a la información sin identificar de forma precisa la documentación que pudiera contener la información de su interés, o bien, la solicitud constituya una consulta, pero la respuesta pudiera obrar en algún documento en poder de los sujetos obligados, estos deben dar a dichas solicitudes una interpretación que les otorgue una expresión documental.

También, que conforme al Criterio 03/17 “No existe obligación de elaborar documentos ad hoc para atender las solicitudes de acceso a la información” emitido por este Instituto, los sujetos obligados deberán otorgar acceso a los documentos que se encuentren en sus archivos o que estén obligados a documentar, de acuerdo con sus facultades, competencias o funciones, conforme a las características físicas de la información o del lugar donde se encuentre.

Por lo anterior, los sujetos obligados deben garantizar el derecho de acceso a la información del particular, proporcionando la información con la que cuentan en el formato en que la misma obre en sus archivos; sin necesidad de elaborar documentos ad hoc para atender las solicitudes de información.

Así las cosas, para efecto de verificar lo anterior, primero deviene relevante señalar que el artículo 133 de la Ley Federal dispone que las Unidades de Transparencia deben garantizar que las solicitudes se turnen a todas las áreas competentes que cuenten con la información o deban tenerla de acuerdo con sus facultades, competencias y funciones, con el objeto de que realicen una búsqueda exhaustiva y razonable de la información solicitada.

Ejercicio que permite garantizar a las personas que, con motivo de sus peticiones, los sujetos obligados llevarán a cabo las diligencias necesarias para poder localizar la información que se requiere dentro de todas aquellas áreas que, en el marco de sus atribuciones, pueden o deban contar con ésta.

En ese sentido, debe puntualizarse que la persona recurrente solicitó:

4. En total cuántas vacunas ha recibido México donadas, precisando por cada donador:

a) Nombre del donador.
b) Total de vacunas donadas (cuántas de cada tipo o marca).
c) Fechas en que se dieron las donaciones.
d) Valor económico de todas las vacunas donadas.

5. En total cuántas vacunas ha recibido México compradas –no donadas-, precisando por cada vendedor:

a) Nombre del proveedor.
b) Total de vacunas que vendió a México (cuántas por cada tipo o marca).
c) Fechas en que se han entregado a México las vacunas compradas.
d) Monto económico pagado por esas vacunas.

Por lo cual es necesario observar que en la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal se dispone que, a la Secretaría de Salud, corresponde el despacho de los siguientes asuntos (artículo 39):

· Elaborar y conducir la política nacional en materia de asistencia social, servicios médicos, servicios médicos gratuitos universales y salubridad general, con excepción de lo relativo al saneamiento del ambiente; y coordinar los programas de servicios a la salud de la Administración Pública Federal, así como los agrupamientos por funciones y programas afines que, en su caso, se determinen.

· Administrar los bienes y fondos que el Gobierno Federal destine para la atención de los servicios de asistencia pública.

· Planear, normar, coordinar y evaluar el Sistema Nacional de Salud y proveer la adecuada participación de las dependencias y entidades públicas que presten servicios de salud, a fin de asegurar el cumplimiento del derecho a la protección de la salud. Asimismo, propiciará y coordinará la participación de los sectores social y privado en dicho sistema y determinará las políticas y acciones de concertación entre los diferentes subsistemas del sector público.

Por su parte, el Reglamento Interior de la Secretaría de Salud, establece lo siguiente:

El Secretario tendrá las siguientes facultades no delegables de someter al acuerdo del Presidente de la República los asuntos encomendados a la Secretaría y al Sector Salud, que lo ameriten, y celebrar los acuerdos de coordinación con los gobiernos de las entidades federativas, conforme lo disponen las leyes de Planeación y General de Salud (artículo 7).

· Corresponde al Subsecretario de Prevención y Promoción de la Salud (artículo 10):
· Proponer al Secretario las políticas en las materias de prevención y promoción de la salud, de control de enfermedades, de salud mental y de discapacidad, así como establecer las estrategias de ejecución, la coordinación, la dirección, la supervisión y la evaluación de aquellas políticas aprobadas por el Secretario.

· Elaborar, coordinar y promover la integración de los programas de prevención y promoción de la salud, así como de control de enfermedades, de salud mental y de accidentes.

· Proponer las políticas, estrategias, sistemas y programas que permitan optimizar la asignación de recursos financieros para los programas de prevención, promoción de la salud y de control de enfermedades, así como en materia de salud mental y accidentes, sin perjuicio de las atribuciones que en estas materias tengan otras unidades administrativas de la Secretaría o dependencias de la Administración Pública Federal.

· Proponer, en su ámbito de competencia, instrumentos y mecanismos para la modernización de la Secretaría de Salud, así como definir y proponer la aplicación de estrategias de vanguardia en los programas de prevención, promoción de la salud y control de enfermedades, así como en materia de salud mental y accidentes.

· El Subsecretario de Administración y Finanzas se encarga de (artículo 11):

· Someter a aprobación del Secretario las políticas, normas, sistemas y procedimientos para la programación, presupuestación y administración integral de los recursos humanos, materiales y financieros de que disponga la Secretaría de Salud.

· Presidir los comités de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios; de Obras Públicas. de Enajenación de Bienes Muebles e Inmuebles; de Informática de la Secretaría de Salud y Técnico de Profesionalización y Selección.

· Suscribir los convenios, contratos y demás documentos que impliquen actos de administración y dominio que no estén encomendados expresamente a otras unidades administrativas de la Secretaría de Salud.

· El Abogado General cuenta con facultades para (artículo 11 bis):

· Opinar sobre los aspectos jurídicos de los contratos, convenios, acuerdos, bases de colaboración o coordinación y demás instrumentos análogos que propongan las unidades administrativas y órganos administrativos desconcentrados de la Secretaría de Salud.

· Firmar los contratos, convenios, acuerdos, bases de colaboración o coordinación y demás instrumentos análogos que deban ser formalizados por el Secretario, y una vez suscritos por las partes, registrarlos, así como aquéllos que determine el Secretario.

· Opinar sobre los aspectos jurídicos de los tratados y demás instrumentos de carácter internacional que sean competencia de la Secretaría de Salud.

· Corresponde a la Dirección General de Relaciones Internacionales (artículo 31):

· Coordinar la representación de la Secretaría ante autoridades e instituciones extranjeras, así como ante organismos internacionales en materia de salud, y revisar que los convenios, acuerdos y tratados internacionales en los que intervenga la Secretaría de Salud sean congruentes con las disposiciones de carácter internacional aplicables, así como participar con las unidades administrativas y órganos administrativos desconcentrados competentes de la Secretaría de Salud en la elaboración de los proyectos respectivos, con la intervención que corresponda a la Oficina del Abogado General.

· El Centro Nacional para la Salud de la Infancia y la Adolescencia se encarga de (artículo 47):

· Fungir, por conducto de su titular, como Secretario Técnico del Consejo Nacional de Vacunación y del Consejo Nacional para la Prevención y el Tratamiento del Cáncer en la Infancia y la Adolescencia.

· Proponer al Subsecretario de Prevención y Promoción de la Salud las políticas y estrategias nacionales, lineamientos y procedimientos en materia de vacunación para toda la población residente en la República Mexicana, y evaluar su impacto.

· Coordinar las acciones de las instituciones del Sistema Nacional de Salud en materia de salud de la infancia y la adolescencia y de vacunación para toda la población en el territorio nacional.

Así las cosas, en principio, se advierte que la solicitud de información fue turnada para su atención a las unidades administrativas competentes.

Ahora bien, en relación con la información proporcionada, este Instituto ingresó a las ligas electrónicas referidas por el sujeto obligado, pudiendo acceder a los siguientes registros:

4. En total cuántas vacunas ha recibido México donadas, precisando por cada donador:

a) Nombre del donador
b) Total de vacunas donadas (cuántas de cada tipo o marca)
c) Fechas en que se dieron las donaciones
d) Valor económico de todas las vacunas donadas.

* https://transparencia.sre.gob.mx/gestion-diplomatica-vacunas-covid

A partir de dicha liga electrónica, fue posible acceder al portal “Gestión diplomática vacuna COVID”, el cual muestra el apartado de donaciones, y donde se muestra lo siguiente: 
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Además de que permite descargar un archivo Excel con la información, de las donaciones, entre otras, sobre vacunas contra el Virus SARS-CoV2, como se muestra a continuación:
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Documento del que se desprenden, entre otros datos, a) Nombre del donador, b) Total de vacunas donadas (cuántas de cada tipo o marca), c) Fechas en que se dieron las donaciones y d) Valor económico de todas las vacunas donadas.

Sin embargo, debe precisarse que el sujeto obligado fue omiso en ofrecer mayores datos sobre la forma adecuada para llevar a cabo la búsqueda respecto de puntos requeridos por la persona recurrente.

También, que dicha relación no muestra la totalidad de los campos solicitados, como es el caso el valor económico de las vacunas recibidas de la marca MODERNA, y que, de la revisión a los vínculos adicionales ofrecidos por el sujeto obligado, se desprende la donación por parte del Gobierno de los Estados Unidos, de 3 millones 412 mil 900 dosis de la vacuna AstraZeneca, del 29 de octubre de 2021.

Por lo cual, no es posible dar por válida la remisión a la consulta pública realizada por el sujeto obligado, ya que ésta no permite acceder a la totalidad de la información solicitada.

5. En  total cuántas vacunas ha recibido México compradas –no donadas-, precisando por cada vendedor:

a) Nombre del proveedor.

b) Total de vacunas que vendió a México (cuántas por cada tipo o marca).

c) Fechas en que se han entregado a México las vacunas compradas.

d) Monto económico pagado por esas vacunas.


A partir de dicha liga electrónica, fue posible acceder al portal “Gestión diplomática vacuna COVID”, el cual muestra el apartado de donaciones, y donde se muestra lo siguiente:
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A partir de lo anterior, es posible observar que el portal electrónico permite conocer, de las vacunas adquiridas -no donadas-: a) Nombre del proveedor, b) Total de vacunas que vendió a México (cuántas por cada tipo o marca) y c) Fechas en que se han entregado a México las vacunas compradas.

Sin embargo, debe precisarse que el sujeto obligado fue omiso en ofrecer mayores datos sobre la forma adecuada para llevar a cabo la búsqueda respecto de lo requerido por la persona recurrente.

Además, que la información no contiene el monto económico pagado por esas vacunas; es decir, no muestra la totalidad de los datos solicitados.

Con esto, se estima que los datos brindados por el sujeto obligado devienen incompletos y no son acordes a los objetivos del derecho de acceso a la información, ya que no se provee lo necesario para que tener acceso a la información mediante procedimientos sencillos y expeditos.

Además de lo anterior, no debe obviarse que la información entregada corresponde a publicaciones o registros de otras instituciones gubernamentales y no así, a la información que, en su caso, obre en los archivos del sujeto obligado.

Aspecto sobre el cual, el sujeto obligado omitió emitir pronunciamiento alguno en relación con la búsqueda y localización de la expresión documental que obre en sus archivos que atienda lo requerido.

En ese contexto, se estima que la información ofrecida no guarda estricta correspondencia con lo solicitado, en tanto que únicamente se dirigió a la información pública disponible, sin que se procurara facilitar el acceso a la expresión documental que atienda lo solicitado en la modalidad elegida.

En ese sentido, el sujeto obligado debió ofrecer la información que atienda los planteamientos de la persona recurrente, en forma como obre en sus archivos, en el entendido que no está compelido a elaborar documentos ad hoc.

En suma, se estima que la respuesta otorgada por el sujeto obligado:

- No garantizó la búsqueda exhaustiva de la información que atendiera la solicitud de información de manera puntual.

- No ofreció datos completos que abonaran a la consulta de información de manera efectiva.

- Los datos proporcionados no corresponden con lo pretendido por la persona recurrente.

- No se garantizó el acceso a la información en la modalidad elegida, ni se justificó el impedimento para atender ésta.

Por lo expuesto, se estima que el agravio hecho valer por la persona recurrente resulta fundado.

QUINTO. SENTIDO. Con fundamento en el artículo 157, fracción III de la Ley Federal, se MODIFICA la respuesta del sujeto obligado y se le instruye a efecto de que:

- Proporcione a la persona recurrente la expresión documental que dé cuenta de los contenidos de información 1, 2 y 3 de la solicitud de acceso.

- Realice la búsqueda exhaustiva y con un criterio amplio, en todas las unidades administrativas que resulten competentes, dentro de las que no podrá omitir a las Oficinas Directas del Titular de la Secretaría, a la Subsecretaría de Prevención y Promoción de la Salud, a la Subsecretaría de Administración y Finanzas, a la Oficina del Abogado General, y a la Dirección General de Relaciones Internacionales, de la expresión documental que dé cuenta de la información requerida en los contenidos 4 y 5 de la solicitud, y la entregue a la persona recurrente.

Lo anterior, deberá ser notificado a la persona recurrente a través de la Plataforma Nacional de Transparencia, por ser el medio elegido para recibir notificaciones.

En ese sentido, el Pleno de este Instituto:

R E S U E L V E

PRIMERO. Modificar la respuesta emitida por el sujeto obligado, en los términos expuestos en los Considerandos Tercero, Cuarto y Quinto de la presente resolución, y conforme a lo establecido en el artículo 157, fracción lIl, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública.
(…)”.

11. TERCERO. Recurso de Revisión en Materia de Seguridad Nacional. El veintitrés de marzo de dos mil veintidós, la Consejera Jurídica del Ejecutivo Federal interpuso Recurso de Revisión en Materia de Seguridad Nacional en contra de la resolución de nueve de marzo de dos mil veintidós dictada por el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales en el RRA **********, derivada de la solicitud de información con folio número **********. 

12. Por acuerdo de veintinueve de marzo de dos mil veintidós, el Presidente de este Alto Tribunal ordenó formar y registrar el expediente relativo, lo admitió con reserva de los motivos de improcedencia que en la especie puedan surgir, concedió la suspensión de la resolución recurrida. 

13. En el mismo proveído, tuvo por admitidas y desahogadas las documentales ofrecidas como pruebas por la recurrente, así como la presuncional, ordenó dar vista a la autoridad que emitió la resolución impugnada para que manifestara lo que a su derecho conviniera y enviara las constancias del asunto, tuvo como terceros interesados a la solicitante de la información y al sujeto obligado, dándoles vista para que hicieran sus manifestaciones y, finalmente, turnó al Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo el expediente para la elaboración del proyecto de resolución.

14. Por último, mediante auto de veintinueve de junio de dos mil veintidós, visto el estado procesal de los autos y dado que no había trámite procesal que desahogar, se envió el asunto a la ponencia respectiva para la elaboración del proyecto de resolución. 


C O N S I D E R A N D O:

15. PRIMERO. Competencia. Este Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para conocer el presente recurso, en términos de lo dispuesto por los artículos 6o., apartado A, fracción VIII, párrafo séptimo, de la Constitución Política Federal; 157, párrafo segundo, 189 a 193 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública; 10, fracción X, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación y el Punto Segundo, fracción XVII, del Acuerdo General 5/2013 emitido por este Pleno, al tratarse de un Recurso de Revisión en Materia de Seguridad Nacional interpuesto por la Consejera Jurídica del Ejecutivo Federal en contra de una resolución del Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales.

16. SEGUNDO. Procedencia. El Recurso de Revisión en Materia de Seguridad Nacional es procedente, en términos del artículo 6o., Apartado A, fracción VIII, párrafo séptimo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y de los diversos 189, párrafo primero, y 190 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, toda vez que el recurso fue presentado por la Consejera Jurídica del Ejecutivo Nacional, quien considera que la resolución emitida por el INAI pone en peligro la seguridad nacional.

17. TERCERO. Legitimación. Toda vez que en términos del artículo 6º., apartado A, fracción VII, párrafo séptimo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y los diversos 189 y 190 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, únicamente el Consejero Jurídico del Gobierno Federal puede interponer Recurso de Revisión en Materia de Seguridad Nacional, se considera que la recurrente está legitimada, pues consta en autos que María Estela Ríos González acreditó su personalidad con la copia certificada del nombramiento expedido por el Presidente de la República.

18. CUARTO. Oportunidad. En términos del párrafo segundo del artículo 189 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, el recurso debe interponerse durante los siete días siguientes a aquél en el que el organismo garante notifique la resolución al sujeto obligado. 

19. La resolución recurrida se notificó al sujeto obligado el once de marzo de dos mil veintidós, como se advierte de las constancias contenidas en el expediente remitido por el organismo garante. 

20. De este modo el plazo transcurrió del catorce al veintitrés de marzo de dos mil veintidós, descontando los días doce y trece del mes y año en cita, por ser sábado y domingo, y, por tanto, ser inhábiles, así como el lunes veintiuno, por ser día inhábil en términos de los artículos 19 de la Ley de Amparo y 143 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación.

21. Así, de conformidad con el párrafo segundo del artículo 126 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, si el recurso se presentó en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación el veintitrés de marzo de dos mil veintidós, es indudable que se interpuso de manera oportuna.

22. [bookmark: _Hlk85133246]QUINTO. Agravios. La recurrente combate la resolución dictada por el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales con los siguientes agravios:

[bookmark: _Hlk119915696]Primero
·  Para efectos de la ley de la materia, por seguridad nacional se entienden las acciones destinadas de manera inmediata y directa a mantener la integridad, estabilidad y permanencia del Estado Mexicano para proteger a la nación mexicana frente a las amenazas y riesgos que enfrenta nuestro país.
· También puede entenderse como una garantía para evitar cualquier intromisión indebida que amenace el funcionamiento del Estado, particularmente, entre otros, la seguridad de su población, así como el ejercicio de los derechos fundamentales de la población misma.
· El artículo 5° de la Ley de Seguridad Nacional señala que dentro de las amenazas a la seguridad nacional se ubican los actos tendentes a destruir o inhabilitar la infraestructura de carácter estratégico o indispensable para la provisión de bienes o servicios públicos.
· De ahí que, cuando se actualiza una posible afectación a la seguridad nacional, de acuerdo con los artículos 8, fracción V, y 51 de la Ley de Seguridad Nacional, debe clasificarse como reservada aquella información cuya revelación pueda ser utilizada para actualizar o potenciar una amenaza, como ocurre en la especie.
· La Estrategia Nacional de Seguridad Pública y el Plan Nacional de Desarrollo definen la seguridad nacional como una condición indispensable para garantizar la integridad y la soberanía nacionales, libres de amenazas al Estado.
· Los Lineamientos generales en materia de clasificación y desclasificación de la información, así como para la elaboración de versiones públicas, publicados en el Diario Oficial de la Federación el quince de abril de dos mil dieciséis, reconocen como información reservada aquella que, de difundirse, pueda actualizar o potencializar un riesgo o amenaza a la seguridad nacional cuando se obstaculicen o bloqueen acciones tendentes a prevenir o combatir epidemias o enfermedades exóticas en el país y se posibilite la destrucción, inhabilitación o sabotaje de cualquier infraestructura de carácter estratégico o prioritario, así como la indispensable para la provisión de bienes o servicios públicos de agua potable, de emergencia, vías generales de comunicación o de cualquier tipo de infraestructura que represente tal importancia para el Estado que su destrucción o incapacidad tenga un impacto debilitador en la seguridad nacional.
· Mediante Acuerdo publicado en el Diario Oficial de la Federación el veintitrés de marzo de dos mil veinte, el Consejo de Salubridad General reconoció la epidemia de enfermedad por el virus SARS-CoV-2(COVID-19) en México, como una enfermedad grave de atención prioritaria; por lo tanto, en el marco de sus atribuciones, la Secretaría de Salud ha realizado diversas funciones como parte de la estrategia establecida en el territorio nacional en materia de salubridad general para combatir la enfermedad generada por el virus COVID-19.
· Una de las acciones establecidas para prevenir, atender y controlar la enfermedad generada por el virus SARS-CoV2 (COVID 19) fue el Acuerdo de la Secretaría de Salud por el que se establecen los Lineamientos para la emisión de autorizaciones temporales de insumos para la salud, para establecimientos de atención médica y la certificación temporal de buenas prácticas de fabricación de insumos para la salud que contribuyan a la erradicación y mitigación del virus SARS-CoV2 (COVID-19), publicado en el Diario Oficial de la Federación el diecinueve de marzo de dos mil veintiuno.
· En dicho acuerdo se establece la obligación para que la Secretaría de Salud continúe con los procesos de ingreso, evaluación y autorización de insumos para la salud (incluidas las vacunas) y establecimientos de atención médica, incluyendo la certificación temporal de buenas prácticas de fabricación de establecimientos de insumos para la salud que contribuyan a la erradicación y mitigación del virus SARS-CoV-2 (COVID-19).
· La estrategia de vacunación contra esa enfermedad constituye uno de los pilares de contención de la emergencia, por lo cual se considera una cuestión de orden público (en tanto que evita una afectación a la salud de todos los integrantes de la sociedad mexicana) y de seguridad nacional (porque actualiza una amenaza para la población), toda vez que podrían realizarse actos tendentes a destruir o inhabilitar la infraestructura de carácter estratégico o indispensable para la provisión de bienes o servicios públicos, como la Campaña Nacional de Vacunación contra el virus SARS-CoV2-2.
· Tales circunstancias permiten colegir que el derecho a la información de un particular se encuentra temporalmente acotado o restringido hasta en tanto se supera esta situación de emergencia, como lo reconoce el propio artículo 6º, inciso A, fracción 1, de nuestra Constitución, al establecer la restricción de acceso a la información pública por razones de interés público cuando se actualice una amenaza a la seguridad nacional.
· Toda pandemia constituye una situación de emergencia que genera condiciones de excepción para la continuidad del orden social, como se reconoce en los artículos 1°, 9°, 29 y 73, fracción XVI, bases 2ª y 3ª, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Por ello, todas las acciones que se adopten para combatirla, como la aplicación de emergencia de las vacunas, son de orden público y una cuestión de seguridad nacional.
· El veinticuatro de diciembre de dos mil veinte, el Consejo de Seguridad Nacional clasificó la Campaña Nacional de Vacunación contra el virus SARS-CoV2-2 como un ASUNTO ESTRATÉGICO DE SEGURIDAD NACIONAL en términos del artículo 3°, fracciones I, II, III y IV, de la Ley de Seguridad Nacional, por lo que la información relativa a los trámites y actos jurídicos necesarios para su ejecución está clasificada como reservada por ser una cuestión de interés público, que atañe a la protección de la población ante una amenaza epidemiológica que pone en riesgo  la vida y  la salud de todos los habitantes del Estado Mexicano.
· Así consta en el oficio ********** de once de enero de dos mil veintiuno, suscrito por el Secretario Técnico del Consejo de Seguridad Nacional, en el que se da cuenta del acuerdo aprobado durante la Tercera Sesión Ordinaria.
· La Secretaría de Salud es reconocida como una Instancia de Seguridad Nacional en términos del "Acuerdo que modifica las bases de colaboración suscritas entre la Secretaría de Gobernación y la Secretaría de Salud", publicada en el Diario Oficial de Federación el doce de marzo de dos mil catorce.
· Las anteriores circunstancias no fueron valoradas adecuadamente por el INAI, pues únicamente aduce que la información solicitada no es susceptible de reserva por seguridad nacional porque, además de no revelar normas, procedimientos, métodos, fuentes, especificaciones técnicas, tecnología o equipo útiles a la generación de inteligencia para tal propósito, su publicidad de ninguna forma podría ser utilizada para actualizar o potenciar una amenaza, pues, a través de ellos, sólo se requieren principalmente datos numéricos que no dan cuenta de los aspectos señalados.
· El INAI omitió analizar que, en la especie, se actualiza la causal de reserva por cuestiones de seguridad nacional al tratarse de información que contiene datos sensibles relacionados con la Campaña Nacional de Vacunación contra el Virus SARS CoV-2, así como información relativa a negociaciones internacionales, procesos financieros, logísticos, administrativos o contables que pudieran ser aprovechados para conocer la capacidad de reacción del Estado y actualizar una amenaza en contra de la seguridad nacional.
· La difusión de la información solicitada puede llegar a interrumpir, menoscabar o inhibir el diseño e implementación de una política pública de emergencia, como lo es la Campaña Nacional de Vacunación contra el Virus SARS-CoV-2, al dar a conocer los convenios o acuerdos suscritos por el Estado Mexicano con los distintos Estados y organismos internacionales, ya que se tendrían que dar a conocer los términos de las negociaciones, procesos financieros, logísticos, administrativos y contables, así como obligaciones pactadas bajo estrictas cláusulas de confidencialidad.
· La resolución impugnada que instruye a la Secretaría de Salud proporcionar al solicitante la información clasificada como reservada por motivos de seguridad nacional, al actualizarse las hipótesis contenidas en las fracciones I y II del artículo 110 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, es contraria a derecho, porque de verificarse tal situación, se pondría en riesgo la seguridad nacional al actualizarse una amenaza eminente que podría afectar la salud de la población en México; además, se comprometería la eficacia de la Campaña Nacional de Vacunación para combatir en todo el territorio nacional la propagación de dicha pandemia.
· La resolución impugnada no está apegada a derecho y, en consecuencia, deberá ser revocada para el efecto de que se confirme la clasificación de reserva durante el periodo señalado por la Secretaría de Salud.
Segundo
· La resolución dictada por el INAI no está debidamente fundada y motivada, porque no valoró los argumentos expuestos por la Secretaría de Salud al reservar la información y, por ende, podría vulnerar la estabilidad del Estado Mexicano al obstaculizarse las acciones tendentes a prevenir o combatir la pandemia del SARS-CoV-2 (COVID-19), al potencializar los riesgos y amenazas en el quehacer del Estado Mexicano para la ejecución emergente de acciones encaminadas a controlar y mitigar esta enfermedad que perjudica a toda la población nacional.
· Entregar la información solicitada puede afectar la seguridad nacional, pues se podría obstaculizar y bloquear la ejecución de los programas emergentes para prevenir y combatir la epidemia de COVID-19 en nuestro país, infringiendo así los artículos 4°, 14, 16 y 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con los diversos 113, fracciones I, II, V y VII, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública; 110, fracciones I, II, V y VII, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública y los numerales décimo séptimo, fracciones VI, IX y décimo octavo, párrafo primero, de los Lineamientos Generales en Materia de Clasificación y Desclasificación de la Información, así como para la elaboración de versiones públicas.
· Divulgar la información solicitada conlleva estrictamente a dar a conocer los instrumentos jurídicos, convenios y/o contratos suscritos por el Estado Mexicano con diversos países y farmacéuticas internacionales, y afectar las obligaciones pactadas, pues al suscribir los instrumentos contractuales en cuestión se establecieron cláusulas de confidencialidad expresas, cuyo incumplimiento pondría en riesgo el suministro de las vacunas a nuestro país, y, por tanto, la salud de la población en general.
· Lo anterior porque el Estado Mexicano está en constante proceso de negociación con Estados y farmacéuticas internacionales, por lo que divulgar la información de mérito, podría menoscabar y poner en riesgo el curso de dichas negociaciones, destinadas a alcanzar mejores y mayores beneficios en la adquisición de nuevos lotes de vacunas contra el virus SARS-CoV-2 para salvaguardar la salud de la población.
· La información relacionada con los procesos de negociaciones, logísticos o administrativos vinculados con la capacidad de acción del Estado Mexicano frente a la pandemia originada por el virus SARS-CoV-2, es considerada un asunto estratégico de Seguridad Nacional, al amparo del artículo 3º, fracciones I, II, III y IV, de la Ley de Seguridad Nacional.
· Revelar datos que pudieran ser aprovechados para conocer la capacidad de reacción del Estado Mexicano, como son los planes, distribución o uso de tecnología e información, podría menoscabar las negociaciones con sujetos de derecho internacional privado, en el caso de los Estados y los laboratorios internacionales.
· Divulgar información de cualquier tipo inmersa en los convenios de donación sin autorización, podría afectar el objeto de estos y poner en peligro la coordinación interinstitucional en la prevención y combate a epidemias o enfermedades, como el caso que nos ocupa, generando un perjuicio al interés social, afectando directamente la Estrategia Nacional de Vacunación y su objetivo que es la disminución de la enfermedad ocasionada por el COVID-19.
· El interés individual no puede estar por encima del interés social como lo es la necesidad de vacunación de la población en general para salvaguardar su derecho humano a la salud.
· Dado que el Estado Mexicano sigue negociando la adquisición de nuevas dosis de vacunas para tratar el COVID-19 y alcanzar un alto porcentaje de inmunización de la población en el menor tiempo posible, dar a conocer la información en los términos planteados por la autoridad responsable, generaría una amenaza para la seguridad nacional, al actualizarse un riesgo en el suministro de las vacunas para la población del país, lo que afectaría significativamente en la Estrategia Nacional de Vacunación implementada por el Gobierno Federal.
· La pandemia del COVID-19 ha afectado el crecimiento económico a nivel mundial, de modo que el no contar con un suministro de vacunas adecuado que permita retomar las actividades de manera normal, generaría un detrimento económico en perjuicio del Estado Mexicano y su población.
· Proporcionar la información podría impactar en la terminación anticipada de instrumentos jurídicos y en consecuencia la falta de acceso a la vacuna, lo que generaría una serie de implicaciones económicas y sociales.
· La importancia de la reserva temporal de dicha información radica en asegurar la posibilidad de que nuestro país cuente de forma oportuna con los bienes o servicios públicos de emergencia, como las vacunas que el Estado Mexicano adquiera para la ejecución de la Estrategia Nacional de Vacunación contra el virus SARS-CoV-2; situación que actualiza la causal de reserva contenida en la fracción I del artículo 110 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública al ponerse en riesgo la seguridad nacional.
· Por todo lo anterior, al encontrarnos en un supuesto de restricción constitucionalmente válido, se concluye que la resolución impugnada del INAI debe ser revocada y confirmarse la clasificación de la información como reservada.

23. SEXTO. Aspecto preliminar. Con el objetivo de delimitar la problemática jurídica que será materia de revisión por parte de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, es necesario referirse a la naturaleza y alcance del Recurso de Revisión en Materia de Seguridad Nacional, que ya han sido determinados por el Tribunal Pleno, al resolver los recursos de revisión 1/2015,[footnoteRef:1] 1/2016[footnoteRef:2], 1/2017[footnoteRef:3] y 2/2017[footnoteRef:4]. [1:  Aprobado en sesión de tres de abril de dos mil diecisiete por unanimidad de nueve votos de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Cossío Díaz, Luna Ramos, Zaldívar Lelo de Larrea, Piña Hernández, Medina Mora I., Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Aguilar Morales. Los señores Ministros José Fernando Franco González Salas y Jorge Mario Pardo Rebolledo no asistieron a la sesión de veintiocho de marzo de dos mil diecisiete, el primero previo aviso a la Presidencia y el segundo por desempeñar una comisión oficial.]  [2:  Aprobado en sesión de cinco de diciembre de dos mil dieciséis por mayoría de diez votos de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Cossío Díaz, Franco González Salas, Zaldívar Lelo de Larrea por razones adicionales, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Medina Mora I., Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Aguilar Morales, respecto del apartado VII, relativo a las consideraciones y fundamentos. La señora Ministra Luna Ramos votó en contra y anunció voto particular.]  [3:  Se aprobó de diez de mayo de dos mil dieciocho ]  [4:  Aprobado en sesión de treinta de octubre de dos mil diecisiete por mayoría de seis votos de los señores Ministros Luna Ramos, apartándose de algunas consideraciones, Pardo Rebolledo, Piña Hernández apartándose de algunas consideraciones, Medina Mora I., Pérez Dayán y Presidente Aguilar Morales, respecto del apartado VII, relativo al estudio. Los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Cossío Díaz, Franco González Salas, Zaldívar Lelo de Larrea y Laynez Potisek votaron en contra.  ] 


24. Al resolver dichos recursos se precisó que de acuerdo con los artículos 6º, apartado A, fracción VIII, párrafo séptimo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 157 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, las resoluciones del Instituto son vinculatorias, definitivas e inatacables para los sujetos obligados. Sin embargo, cuando dichas resoluciones puedan poner en peligro la seguridad nacional, únicamente el Consejero Jurídico del Ejecutivo Federal podrá interponer ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación el Recurso de Revisión en Materia de Seguridad Nacional.

25. Asimismo se indicó que, a la luz de los preceptos normativos antes citados, se advierte que el Recurso de Revisión en Materia de Seguridad Nacional constituye un medio de defensa legal extraordinario o de carácter excepcional.[footnoteRef:5] Lo anterior es así porque, tratándose de los sujetos obligados, tanto la Constitución como la legislación de la materia establecieron como principio general el carácter vinculatorio, definitivo e inatacable de las resoluciones del INAI, lo que da cuenta de una de las características institucionales atribuidas desde la Norma Fundamental al citado Instituto, en su carácter de órgano constitucional autónomo; característica que incide en su estructura orgánica y que busca garantizar su autonomía e independencia funcional, con el objetivo de que sean efectivamente alcanzados los fines encomendados al órgano garante del acceso a la información, el que por su especialización e importancia social requiere de tener asegurada su autonomía respecto de los clásicos poderes del Estado. Al respecto, resultan ilustrativas las jurisprudencias P./J. 12/2008 de rubro: “ÓRGANOS CONSTITUCIONALES AUTÓNOMOS. SUS CARACTERÍSTICAS.”[footnoteRef:6] y P./J. 20/2007 de rubro: “ÓRGANOS CONSTITUCIONALES AUTÓNOMOS. NOTAS DISTINTIVAS Y CARACTERÍSTICAS.”[footnoteRef:7] [5:  Véase el “DICTAMEN DE LAS COMISIONES UNIDAS DE PUNTOS CONSTITUCIONALES; DE ESTUDIOS LEGISLATIVOS PRIMERA; DE GOBERNACIÓN Y DE ANTICORRUPCIÓN Y PARTICIPACIÓN CIUDADANA EN MATERIA DE TRANSPARENCIA”, relativo a la reforma constitucional de los artículos 6, 73, 76, 78, 89, 110, 110, 111, 116 y 122, en materia de transparencia, de fecha diecinueve de diciembre de dos mil doce, fojas 34 y 35.]  [6:  Datos de localización: Época: Novena Época, Registro: 170238, Instancia: Pleno, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXVII, Febrero de 2008, Materia(s): Constitucional, Tesis: P./J. 12/2008, Página: 1871.]  [7:  Datos de localización: Época: Novena Época, Registro: 172456, Instancia: Pleno, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXV, Mayo de 2007, Materia(s): Constitucional, Tesis: P./J. 20/2007, Página: 1647.] 


26. De esa forma, y para efectos de sus resoluciones, se precisó que el INAI no está subordinado a autoridad alguna, adopta sus decisiones con plena independencia y los sujetos obligados deben dar cumplimiento incondicional a sus resoluciones; lo anterior, sin perjuicio de que a los particulares asista el derecho de impugnar tales determinaciones ante el Poder Judicial de la Federación.[footnoteRef:8] Resultan aplicables las tesis de rubros: “INSTITUTO FEDERAL DE ACCESO A LA INFORMACIÓN Y PROTECCIÓN DE DATOS. ESTÁ LEGITIMADO PARA INTERPONER EL RECURSO DE REVISIÓN CONTRA LAS SENTENCIAS DICTADAS EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO DONDE FIGURE COMO AUTORIDAD RESPONSABLE, AUNQUE HUBIERE EJERCIDO FUNCIONES MATERIALMENTE JURISDICCIONALES.”[footnoteRef:9]  e “INSTITUTO FEDERAL DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA. EFECTOS DE SUS RESOLUCIONES.”[footnoteRef:10] [8:  Lo anterior, de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 165 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública; así como 158 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública.]  [9:  Datos de localización: Época: Décima Época, Registro: 2002546, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XVI, Enero de 2013, Tomo 2, Materia(s): Común, Tesis: 2a./J. 166/2012 (10a.), Página: 1101.]  [10:  Época: Décima Época, Registro: 2002546, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XVI, Enero de 2013, Tomo 2, Materia(s): Común, Tesis: 2a./J. 166/2012 (10a.), Página: 1101.] 


27. En consideración a las condiciones normativas antes señaladas, se determinó que el Recurso de Revisión en Materia de Seguridad Nacional no puede suponer un medio de defensa de la legalidad de todas y cada una de las cuestiones resueltas por el INAI, como si se tratara de una segunda instancia; de ahí que, por su propia naturaleza, el recurso se limita al análisis de aquéllas determinaciones, ya sean de carácter sustantivo o adjetivo, que tengan como resultado la divulgación de cierta información que, a juicio de las autoridades responsables o sujetos obligados, pueda poner en peligro la seguridad nacional; cuestión que será resuelta de manera definitiva y con plena jurisdicción por esta Suprema Corte de Justicia de la Nación.

28. Así, a partir del alcance que ha sido asignado tanto constitucional como legalmente por este Tribunal Pleno al Recurso de Revisión en Materia de Seguridad Nacional y habiendo analizado tanto la resolución impugnada, como el conjunto de manifestaciones y alegatos del recurrente, resulta que esta Suprema Corte de Justicia se ocupará de examinar el presente recurso de revisión a la luz de lo determinado por el Instituto resolutor en cuanto a los puntos 1, 2 y 3 del escrito de solicitud de información inicial, esto es: 

1) La determinación del Instituto en la que modifica la respuesta del sujeto obligado y, en consecuencia, ordena entregar la información solicitada, respecto de: 
· ¿Qué países le han solicitado a México vacunas donadas contra el Covid-19, precisando por cada país: 
a) País
b) Cantidad de vacunas solicitadas a México 
c) Copia del escrito de solicitud 
d) Se informe si la solicitud fue atendida por México y de ser así se precise: 
i. Cuántas vacunas les donó (cuántas de cada tipo o marca) CVX
ii. Cuando se dio esta donación 
iii. Quién autorizó la donación (nombre y cargo)
iv. [bookmark: _Hlk119696578][bookmark: _Hlk119575036]Qué valor económico representaban las vacunas donadas 
2) Cuántas vacunas ha donado México a otros países, precisando por cada país: 
a) País receptor 
b) Cantidad de vacunas donadas por México (cuántas de cada tipo o marca) 
c) En qué fechas se realizaron las donaciones (cuántas por cada fecha)
d) Qué valor económico representaban todas estas vacunas donadas por México.
3) A cuántos países México les ha solicitado vacunas donadas para ser aplicadas en el país, precisando por cada solicitud de donación: 
a) Fecha de solicitud 
b) A qué país se dirigió 
c) Cuántas vacunas donadas se solicitaron 
d) Copia del escrito de solicitud de México 
e) Copia del escrito de respuesta a México 
f) Se informe si el país atendió a esta solicitud de México y de ser así se informe: 
i. Cuántas vacunas donó a México (Cuántas de cada tipo o marca) 
ii.  Cuando las donó 
iii. Qué valor económico tenían las vacunas donadas a México.

29. Esto, pues de la lectura de la resolución impugnada se advierte que, en cuanto a los demás datos solicitados – lo relativo al total de las vacunas recibidas por México en concepto de donación y compradas para ser administradas a la población (puntos 4 y 5 del escrito de solicitud de información al sujeto obligado) – el Instituto revocó la respuesta del sujeto obligado únicamente para efectos de que se proporcionara la información de acuerdo al formato y desglose requerido; cuestión que no se advierte ser impugnada por la Consejera Jurídica y, por tanto, escapa a la materia de estudio del presente recurso. 

30. [bookmark: _Hlk119585757][bookmark: _Hlk120192518]SÉPTIMO. Estudio de fondo. Antes de emprender el estudio de fondo, debe precisarse que se estudiarán los agravios esgrimidos por la Consejera recurrente de manera conjunta. Lo anterior, pues de su lectura se advierte que en ambos agravios se ofrecen argumentos tendientes a comprobar la misma cuestión jurídica, esto es, la reserva por motivos de seguridad nacional de la información solicitada. 

31. La Consejera Jurídica argumenta que el Instituto no valoró correctamente que la información solicitada es susceptible de reservarse por motivos de seguridad nacional toda vez que, dada la emergencia sanitaria por el SARS-CoV-2, contiene datos sensibles relacionados con la estrategia de vacunación y se relaciona con las negociaciones internacionales, procesos financieros, logísticos, administrativos o contables que pudieran ser aprovechados para conocer la capacidad de reacción del Estado. Asimismo, dicha causal de reserva se actualiza pues se podría afectar la salud de la población en México. 

32. En ese sentido, refiere que entregar la información solicitada implica dar a conocer instrumentos jurídicos, convenios y/o contratos suscritos por el Estado Mexicano con diversos países y farmacéuticas internacionales, afectando las obligaciones pactadas y las cláusulas de confidencialidad, cuyo incumplimiento pondría en riesgo el suministro de vacunas, los procesos de negociación que continúan vigentes y la terminación anticipada de dichos contratos. 

33. Finalmente, sostiene que la importancia en la reserva temporal de dicha información radica en asegurar la posibilidad de que nuestro país cuente de forma oportuna con los bienes o servicios públicos de emergencia, como lo es la recepción, a nivel nacional, de vacunas que el Estado Mexicano adquiera para la ejecución de la Estrategia Nacional de Vacunación contra el virus SARS-CoV-2.

34. Pues bien, a juicio de este Tribunal Pleno, el recurso de revisión interpuesto por la Consejera recurrente deviene parcialmente fundado. 

35. Lo anterior, pues se advierte que lo relativo al importe económico que representó para el Estado Mexicano la donación de vacunas contra el virus SARS-CoV-2, en su carácter de donador, se estima que resulta ser información que constituye un riesgo para la seguridad nacional del país pues se encuentra estrechamente relacionada con el costo de las vacunas adquiridas por el Estado Mexicano para combatir la pandemia, concepto que, además, fue pactado como confidencial en los convenios celebrados entre México y diversas farmacéuticas. Se explica. 

36. Para arribar a dicha conclusión, es pertinente retomar las consideraciones que esta Suprema Corte de Justicia de la Nación esbozó al resolver el Recurso de Revisión en Materia de Seguridad Nacional 3/2021, relativas a la actualización de la condición excepcional de seguridad nacional atribuida a las contrataciones celebradas entre el Estado Mexicano y diversas farmacéuticas, con respecto a la pandemia generada por el virus SARS-CoV-2. 


37. En dicho asunto, se dijo que si bien no toda enfermedad o epidemia puede llegar a considerarse una amenaza a la seguridad nacional; el contexto de la pandemia por el SARS-CoV-2 sí genera dicha condición, pues no se trata de un tópico de menor gravedad, pues conllevó a la declaración de una pandemia a nivel internacional que no había generado tantos estragos y preocupación en más de cien años, además de que implicó consecuencias muy particulares para los distintos sectores de la población e instituciones del País, como el de la salud, económico, político y social. 

38. Por ello, esta Suprema Corte advirtió que la divulgación de la información vinculada con las condiciones esenciales de contratación sin duda puede generar un afectación a la seguridad nacional, dado que en los contratos se establecieron cláusulas de confidencialidad para los: precios, costos, detalles y calidad del producto, entregas, garantías, pedidos, facturación, pagos, consecuencias de incumplimiento, propiedad intelectual y responsabilidad; esto implica que su incumplimiento podría poner en entredicho el suministro de vacunas, al ocurrir una causa de terminación de los contratos con las farmacéuticas; que, en este momento, es base fundamental para el éxito de la Estrategia Nacional de Vacunación emprendida por el Gobierno Federal, por lo que es razonable que se limite temporalmente su acceso, pues se podrían generar obstáculos y bloquear acciones tendientes a prevenir o combatir epidemias en el país.

39. [bookmark: _Hlk102391415]Así, se concluyó que, dada que la información solicitada respecto a los comprobantes de pago se encontraba contenida en los documentos de contratación y su divulgación crearía indicios de las condiciones generales de contratación, se podría generar enfoques competitivos, impidiendo ofrecer precios más bajos a quienes se ubiquen en mayor situación de desventaja económica y financiera, pues al hacerse público su costo, se conocería el parámetro de compra obstaculizando negociaciones futuras en donde se pudieran obtener condiciones más favorables con las mismas u otras farmacéuticas, o incluso entre los propios países, ya que podrían exigir condiciones similares, aun cuando su precio se basa en aspectos y condiciones particulares, como lo estableció la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, en donde reafirmó la necesidad y el compromiso para que las empresas farmacéuticas generen condiciones de acceso a las vacunas más favorables para los países de ingresos medios y bajos, se evite la especulación, su acaparamiento privado o indebida utilización.

40. Pues bien, para el caso en particular, esta Suprema Corte considera que al requerir que se entreguen los datos sobre el valor o costo económico de las vacunas que donadas, ello implica dar a conocer necesariamente los precios de las dosis que fueron pactados originalmente en los contratos celebrados con diversas farmacéuticas para la adquisición de las vacunas contra el virus SARS-CoV-2. 

41. Por tanto, en este caso, debe seguirse la misma suerte que en el precedente citado toda vez que entregar dicha información implicaría necesariamente divulgar los precios que fueron pactados entre México y las distintas farmacéuticas previo a los pactos de donación a los se hace referencia en el escrito de solicitud inicial y, de esta forma, se haría pública la información relacionada a las condiciones esenciales de los contratos, generando la posibilidad del incumplimiento y la terminación anticipada de los convenios firmados con las farmacéuticas proveedoras de las vacunas, lo cual incidiría directamente en la estrategia nacional de vacunación. 

42. Además, no solo se podría generar una afectación en el suministro de vacunas en el país, sino que, como se mencionó en el precedente, al dar a conocer los precios de adquisición de estos insumos, se podrían generar enfoques competitivos en los precios ofertados, generando dificultad en los Estados que se ubiquen en una mayor desventaja económica y financiera, y en general, dificultando los procedimientos de negociación internacional. 

43. Por lo tanto, esta Suprema Corte estima que, en cuanto al valor económico que representan las donaciones de vacunas, efectivamente se actualiza la causal de reserva prevista por en el artículo 110, fracción II, de la Ley Federal, en relación con el artículo Décimo Séptimo fracción IX de los Lineamientos Generales en Materia de Clasificación y Desclasificación de la Información, así como para la elaboración de versiones públicas

44. Es por esto que, al actualizarse la causal de reserva de seguridad nacional, se realizará la prueba de daño prevista en el artículo 104 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública[footnoteRef:11]. [11:  “Artículo 104. En la aplicación de la prueba de daño, el sujeto obligado deberá justificar que: 
I. La divulgación de la información representa un riesgo real, demostrable e identificable de perjuicio significativo al interés público o a la seguridad nacional; 
II. El riesgo de perjuicio que supondría la divulgación supera el interés público general de que se difunda, y 
III. La limitación se adecua al principio de proporcionalidad y representa el medio menos restrictivo disponible para evitar el perjuicio.”
] 


45. En el caso en concreto, se estima que la divulgación de parte de la información solicitada implica un riesgo real, demostrable e identificable de perjuicio a la seguridad nacional. 

46. Dicho riesgo se actualizaría al divulgar información que ha sido determinada contractualmente como confidencial. Este riesgo consiste en frustrar el objeto fundamental de los contratos celebrados con las farmacéuticas: el suministro de las vacunas contra el COVID-19, lo que podría generar un obstáculo a la acción gubernamental para combatir la pandemia, lo cual, como fue anteriormente mencionado, representa un riesgo a la seguridad nacional al ser dichas vacunas la base del combate contra la pandemia; por lo que, si llegasen a faltar por la difusión de aspectos relacionados al precio de las vacunas, se generaría un perjuicio significativo a la seguridad nacional, o incluso generar enfoques competitivos, impidiendo ofrecer y mantener las condiciones que se hubiesen obtenido dada la condición del país.

47. También se estima que el riesgo generado al difundirse el valor económico que representan los insumos donados (por el cálculo que se podría llegar a realizar para conocer el precio unitario de las vacunas), supera el interés público general de conocer la información. No escapa a esta Suprema Corte que en una sociedad democrática el acceso a la información pública es un pilar fundamental para el ejercicio y goce de otros derechos fundamentales. Sin embargo, en el presente caso, la posibilidad de perder o afectar el suministro de las vacunas por difundir los datos señalados generaría un perjuicio irreparable a todas las personas que se verían privadas del acceso a las diversas vacunas. El riesgo generado a la seguridad nacional al obstaculizarse el acceso a las vacunas contra la COVID-19 supera de manera relevante al interés público general, así como del solicitante, de conocer el valor económico que representan los insumos donados. 

48. Finalmente, la limitación de acceso a la información resulta adecuada al principio de proporcionalidad, pues la reserva declarada persigue dos finalidades últimas previstas en la Constitución Federal, que es el derecho a la salud de la población en el país y la seguridad nacional. Resulta idónea y necesaria, pues no existe un mecanismo más efectivo o diverso a la reserva que asegure la persecución de la finalidad legítima. Igualmente, representa el medio menos restrictivo disponible para conseguir evitar el perjuicio, pues por la particular naturaleza del dato solicitado, no hay otro medio disponible para evitar la vulneración de la seguridad nacional.

49. [bookmark: _Hlk119697491]Por lo tanto, en cuanto a la información señalada, es dable revocar la resolución del Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales y se declara procedente la reserva de información en cuanto al valor económico que representan las vacunas recibidas y enviadas en concepto de donación en los que el Estado Mexicano fue parte, de conformidad con el artículo 110, fracción II de la Ley Federal, por un periodo de reserva de cinco años, en correlación con el artículo Décimo Séptimo fracción IX de los Lineamientos Generales en Materia de Clasificación y Desclasificación de la Información, así como para la elaboración de versiones públicas.

50. Respecto al plazo de reserva, se sostuvieron similares consideraciones en el citado Recurso de Revisión en Materia de Seguridad Nacional 3/2021.

51. No obstante lo anterior, este Tribunal Pleno considera que no se actualiza la causal de reserva por motivos de seguridad nacional en cuanto a la demás información solicitada. 

52. Recordemos que, además de los datos respecto al valor económico sobre las vacunas donadas, se solicitó al sujeto obligado la información relativa a los países que le han solicitado a México vacunas donadas contra el virus SARS-CoV-2, la cantidad de vacunas por país, la fecha de dichas solicitudes, copia del escrito de solicitud, informar si esas solicitudes fueron atendidas y, en caso de ser así, proporcionar los datos sobre cuántas, y qué tipo de vacunas fueron donadas, la fecha de las donaciones y quién autorizó dichas operaciones. Asimismo, se requirió la misma información, pero respecto a las vacunas que México ha solicitado sean donadas para ser aplicadas a los ciudadanos y adicionalmente el valor económico que tenían las vacunas donadas a México. 

53. Respecto a lo anterior, se estima que no se actualiza la condición excepcional de seguridad nacional para la información antes señalada, en atención a lo que a continuación se expone. 

54. En primer término, se estima necesario hacer un particular pronunciamiento sobre el valor económico que importó las vacunas donadas a México. 

55. Lo anterior, pues si bien en párrafos anteriores quedó asentado que no es posible entregar el costo económico de las vacunas que México ha donado a otros países pues ello implicaría divulgar parte de los precios que originalmente se pactaron con las farmacéuticas que han suministrado las vacunas para ser aplicadas a la ciudadanía, lo cierto es que, en este caso, dicha conclusión no puede ser aplicado de manera similar. 

56. Es así toda vez que el importe monetario o económico que representó para México recibir vacunas en concepto de donación se traduce en un valor de cero pesos. Es decir, atendiendo al propio concepto o significado de donación, que según la Real Academia Española implica “la liberalidad de alguien que transmite gratuitamente algo que le pertenece a favor de otra persona que lo acepta.”[footnoteRef:12], se advierte que la característica principal de dicho acto jurídico es la gratuidad.  [12:  REAL ACADEMIA ESPAÑOLA: Diccionario de la lengua española, 23.ª ed., [versión 23.5 en línea]. <https://dle.rae.es> [23 de noviembre de 2022].] 


57. Luego entonces, es dable estimar que el dato específico sobre el valor económico referido puede ser considerado como un dato que, junto con la demás información sobre las donaciones recibidas y entregadas por el Estado Mexicano, no potencializa una amenaza a la condición excepcional de seguridad nacional. 

58. Dicho lo anterior, este Pleno estima que la divulgación sobre los datos antes mencionados se traduce en una garantía adecuada en el ejercicio del derecho de acceso a la información pública, pues se estaría poniendo a disposición de la ciudadanía datos relevantes en cuanto a las acciones del Estado Mexicano con otros países en el auxilio o cooperación para enfrentar la pandemia generada por el SARS-CoV-2. 

59. En efecto, este Tribunal Pleno comparte la determinación del Instituto resolutor en el sentido de que el contenido de la información solicitada no compromete la seguridad nacional pues se trata de datos números (específicamente de cantidades), fechas, nombres de las farmacéuticas que producen las vacunas y datos públicos de las autoridades que intervienen en los procesos de donación (como nombre y cargo). Con lo anterior, de ninguna manera se posibilitaría la destrucción, inhabilitación o sabotaje de infraestructura indispensable para la provisión de bienes o servicios de emergencia, así como tampoco obstaculizaría o bloquearía acciones tendientes a prevenir o combatir la epidemia en el país.

60. Lo anterior, pues se advierte que la respuesta por parte del sujeto obligado no implica proporcionar datos específicos sobre la estrategia del suministro de vacunas o la planeación logística que el Estado lleva a cabo para lograr los objetivos plasmados en la Estrategia Nacional de Vacunación. 

61. En ese sentido, tampoco le asiste razón a la recurrente respecto a que se actualiza la causal de reserva en comento pues la divulgación de la información solicitada pondría en riesgo las negociaciones internacionales, destinadas a alcanzar mayores beneficios en la adquisición de vacunas, así como los procesos vinculados con la capacidad de acción de México frente a la pandemia.

62. Se estima lo anterior toda vez que la información solicitada constituye datos generales sobre el compromiso de colaboración que el Estado Mexicano ha llevado a cabo con diversos países para auxiliar en la mitigación de la pandemia generada por el virus SARS-CoV-2. 

63. Así, las donaciones que México ha realizado de vacunas y las que han recibido bajo el mismo concepto se tratan de políticas internacionales posteriores e independientes a las negociaciones a las que hace alusión la recurrente. Esto es, no forman parte de los convenios o contrataciones que el Estado Mexicano ha efectuado para el suministro formal de las dosis para la mitigación de la pandemia referida y que han atendido a la Estrategia o Plan Nacional de Vacunación. 


64. En ese orden de ideas, no puede convalidarse la reserva de los datos solicitados respecto a las donaciones recibidas y efectuadas por el Estado Mexicano.

65. Máxime que si bien el recurrente sostiene que el conocimiento de dicha información afecta la estrategia de vacunación por que podrían realizarse actos tendentes a destruir o inhabilitar la infraestructura de carácter estratégico o indispensable para la provisión de bienes o servicios; en ningún momento señala o refiere con base en qué aspectos el conocimiento de la información correspondientes a los números y nombres de las vacunas, países, fechas y los demás datos solicitados respecto a las donaciones, pueda afectar la provisión de vacunas o generar una inhabilitación de la estrategia nacional. 

66. Asimismo, como bien lo sostiene el Instituto resolutor, la realidad es que el Estado Mexicano o las propias farmacéuticas que suministran las vacunas no han considerado que los datos sobre las operaciones de donación sea información que deba estar reservada, pues son datos que en ningún momento se han mantenido así, como se demuestra a consideración. 

67. En primer término, debemos recordar que la Secretaría de Relaciones Exteriores ha publicado en su página oficial las versiones públicas e información de los contratos celebrados entre México y diversas farmacéuticas para la adquisición de vacunas contra el SARS-CoV-2. Entre dicha información se tiene el dato sobre el número de dosis que ha recibido en virtud de dichos convenios, como se muestra a continuación: 

68. Respecto a la farmacéutica Pfizer[footnoteRef:13], el objeto del contrato ampara la adquisición de 34,399,950 (treinta y cuatro millones trescientos noventa y nueve mil novecientos cincuenta) dosis de vacunas; de la vacuna CANSINOBIO se adquirieron 35,000,000 (treinta y cinco millones) de dosis[footnoteRef:14]; de AstraZeneca se realizó una pre-compra de 77,400,000 (setenta y siete millones cuatrocientos mil) dosis[footnoteRef:15] y de SINOVAC se compraron, por acuerdo de 4 de febrero de 2021, 10,000,000 (diez millones) de dosis y adicionalmente, en acuerdo complementario de 12 de marzo otras 10,000,000 (diez millones) más[footnoteRef:16]. [13:  https://portales.sre.gob.mx/transparencia/gestion-diplomatica-vacunas-covid-documentos/83-pfizer
https://portales.sre.gob.mx/transparencia/transparencia-categorias/category/2093-multilaterales?download=105554:nota-vacuna-pfizer]  [14:  https://portales.sre.gob.mx/transparencia/transparencia-categorias/category/2093-multilaterales?download=105553:nota-vacuna-cansino]  [15:  https://portales.sre.gob.mx/transparencia/gestion-diplomatica-vacunas-covid-documentos/85-astrazeneca
https://portales.sre.gob.mx/transparencia/transparencia-categorias/category/2093-multilaterales?download=105552:nota-vacuna-astrazeneca]  [16:  https://portales.sre.gob.mx/transparencia/gestion-diplomatica-vacunas-covid-documentos/86-sinovac] 


69. También en esta página oficial, obra la información relativa al número de vacunas respecto a estos y otros convenios que el Estado Mexicano ha firmado con empresas farmacéuticas: 
	Contrato
	Cantidades de dosis
(millones)
	Personas
(millones)

	COVAX
	51.10
	25.75

	AstraZeneca
	77.40
	38.7

	Pfizer
	34.40
	17.2

	CanSinoBIO
	35.00
	35

	Sputnik V
	24.00
	12

	AstraZeneca - Serum Institute
	2.03
	1.01

	Sinovac
	20.00
	10

	Total
	243.93
	139.66



70. Así también, se advierte como información pública el número de dosis que se han recibido por cada farmacéutica, incluso a granel, actualizada al nueve de marzo de dos mil veintidós: 
	AstraZeneca
	112,422,600

	Pfizer
	51,433,395

	Sinovac
	20,000,000

	Sputnik V
	20,000,000

	Cansino
	14,137,260

	Moderna
	6,272,000

	Johnson & Johnson
	1,350,000

	TOTAL:
	225,615,255


                                               DOSIS A GRANEL 
	Cansino
	8,000,000 (sustancia)

	AstraZeneca
	25,776,862 (sustancia)




71. Hasta aquí se tiene que la información relativa a la cantidad de dosis que el Estado Mexicano ha adquirido para efectos de inmunizar a su población se ha puesto a disposición, en formato de versiones públicas, de la ciudadanía para dotar de transparencia los procesos de negociación que se han efectuado durante la estratégica de vacunación para mitigar la pandemia. 

72. En concordancia a lo anterior, también se ha informado a la población, de manera general, respecto a los tratos de donación que México ha llevado a cabo para recibir y enviar dosis de vacunas con otros Estados. Lo anterior, se ha realizado a partir de diversos comunicados que la misma dependencia de Relaciones Exteriores ha publicado en su página oficial:  

[bookmark: _Hlk119683736]Vacunas donadas al Estado Mexicano

	Fecha
	Marca
	Procedencia
	Cantidad

	19/11/2021
	AstraZeneca
	Estados Unidos
	3,412,900

	02/12/2021
	AstraZeneca
	Estados Unidos
	2,160,900

	09/03/2022
	AstraZeneca
	Estados Unidos
	3,813,000

	15/06/2021
	Janssen J&J
	Estados Unidos
	1,350,000

	24/08/2021
	Moderna
	Estados Unidos
	1,750,000

	21/09/2021
	Moderna
	Estados Unidos
	1,750,000

	08/01/2022
	Moderna
	Moderna (Estados Unidos)
	2,772,000

	Total:
	17,008,800



Vacunas donadas por parte del Estado Mexicano

· Comunicado de veinticuatro de junio de dos mil veintiuno, en el que la Secretaría de Relaciones Exteriores informó la donación de cuatrocientas ochenta mil dosis de la vacuna AstraZeneca para Guatemala, El Salvador y Honduras.[footnoteRef:17] [17: https://www.gob.mx/sre/prensa/mexico-dona-400-mil-800-dosis-de-vacunas-contra-covid-19-y-tres-toneladas-de-insumos-medicos-a-guatemala-el-salvador-y-honduras?idiom=es ] 

· Comunicado de dieciséis de diciembre de dos mil veintiuno, en el que la Secretaría de Relaciones Exteriores informó la donación de un millón de vacunas de la vacuna AstraZeneca para la República de Ecuador. [footnoteRef:18] [18: https://www.gob.mx/sre/prensa/mexico-dona-1-millon-de-vacunas-contra-la-covid-19-a-ecuador?idiom=es ] 

· Comunicado de diecisiete de febrero de dos mil veintidós, en el que Birmex, informa la donación de dos mil vacunas para el COVID-19 a la Mancomunidad de Dominica y de diez mil de estos insumos para San Vicente y las Granadinas.[footnoteRef:19] [19:  https://birmex.gob.mx/2022/02/17/mexico-dona-12-mil-dosis-de-vacunas-astrazeneca-a-dos-naciones-del-caribe/#:~:text=M%C3%A9xico%20dona%2012%20mil%20dosis,dos%20naciones%20del%20Caribe%20%7C%20Birmex ] 

73. En este sentido, es claro que las partes han estado de acuerdo con la difusión de información relacionada a las donaciones efectuadas en ejercicio de coadyuvar en la inmunización global contra el virus SARS-CoV-2. 

74. Con lo anterior, es establecer que la divulgación de los datos referidos de las vacunas (país receptor o donador, fechas y número de dosis), no son elementos que pongan en entredicho los tratos o negociaciones para ejecutar la estrategia de vacunación en México y, por ende, que llegara a generarse un riesgo a la seguridad nacional. 

75. Ahora bien, en cuanto a esta información relativa a las donaciones que el Estado Mexicano ha recibido de otros países y las que se han realizado en su carácter de donador, debe considerarse que no se acredita un riesgo a la seguridad nacional en atención a la siguiente prueba de daño: 

76. En primer término, el riesgo no es demostrable; porque no se generaría una responsabilidad administrativa a los servidores públicos, pues dicha entrega de información realiza al tenor de lo previsto en el artículo 6° constitucional, y a través de los mecanismos establecidos para ello. Tampoco existe un nexo causal entre la afectación al derecho a la información y la eficacia en la aplicación de la Estrategia Nacional de Vacunación, pues como se indicó, es incluso favorable para este plan. 

77. Lo anterior, en el sentido que si bien la Consejera recurrente sostiene que la divulgación de dicha información importaría un riesgo a las negociaciones para ejecutar el referido plan de vacunación, lo cierto es que los datos solicitados, por sí mismos, no generan una afectación a dicho proceso de contratación, logística y planeación que se llevó a cabo por el Estado Mexicano pues la única información que sería entregada al sujeto solicitante se encuentra relacionada con las vacunas que son otorgadas a otros países y viceversa, esto es, dosis entradas a México en concepto de donación. 

78. Sin que pueda advertirse que dichos datos permitan dar a conocer procedimientos, métodos, especificaciones, cláusulas o acciones particulares sobre la Estrategia Nacional de Vacunación ni mucho menos de los tratos alcanzados entre México y otros países respecto a las donaciones. 

79. Hasta aquí, no es demostrable la afectación a la que aduce la Consejera recurrente. 

80. Máxime que, como ya se dijo en líneas anteriores, es la divulgación de las condiciones esenciales en las contrataciones llevadas a cabo entre el Estado Mexicano y las empresas farmacéuticas, lo que puede generar un riesgo a la ejecución de la Estrategia Nacional de Vacunación pues se estaría comprometiendo el cumplimiento, vigencia y terminación de dichos instrumentos internacionales. Esto, de conformidad con lo resuelto por esta Suprema Corte en los Recursos de Revisión en Materia de Seguridad Nacional 3/2021 y 6/2021. 

81. Asimismo, se estima que dar a conocer  los datos con los que cuenta el Estado respecto a la cooperación internacional en la donación de vacunas contra el virus SARS-Cov-2 lejos de causar un perjuicio, se traduce en una garantía adecuada en el ejercicio del derecho de acceso a la información pública, pues se estaría poniendo a disposición de la ciudadanía, e incluso de las propias autoridades mexicanas, datos relevantes que resultan útiles para conocer de manera actualizada el número de dosis y tipos de vacunas con las que cuenta el Estado Mexicano, además de los convenios previamente pactados con las empresas farmacéuticas, así como los países donantes de dichas vacunas. 

82. Finalmente, de divulgar dicha información, se beneficiaría el interés público. Recordemos que por interés público debe entenderse el requisito esencial para que pueda justificarse la prevalencia del derecho a ser informado en un Estado democrático y lo que debe considerarse al referir dicho principio es la relevancia pública de lo informado para la vida comunitaria, es decir, que se trate de asuntos de interés general[footnoteRef:20].  [20:  Véase la resolución en el Amparo Directo 6/2009, fallado en sesión de siete de octubre de dos mil nueve por unanimidad de cinco votos por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.] 


83. En este sentido, reconocer lo anterior, se traduce en el adecuado ejercicio de la rendición de cuentas por parte de las autoridades estatales y adecuado el manejo o administración de los recursos o bienes con los que cuenta el sector salud. 

84. Por otra parte, el riesgo no es identificable; pues aun cuando señale que existe interés general de la población para contar con vacunas suficientes, frente al interés privado del solicitante; lo cierto es que la sociedad en general y la población que va a ser sujeta a inmunización tiene interés en que exista transparencia en la actuación del Estado frente al suministro de vacunas para la población no sólo nacional, sino internacional, pues ello genera confianza y permite que con dicha divulgación la ciudadanía se percate sobre la cooperación internacional que México ha desplegado durante la vigencia de la pandemia. Lo anterior, es acorde con la resolución 1/2021 de la Comisión Interamericana de los Derechos Humanos, donde en su punto V, numeral 20, establece como obligaciones de los Estados en materia de acceso a la información, transparencia y combate a la corrupción divulgar proactivamente aquellos datos referidos a registros, estudios, planes de vacunación y en general, la información relativa a la adquisición, importación, distribución, priorización, aplicación de vacunas; así como de los procesos y procedimientos de vigilancia y control aplicados.[footnoteRef:21] [21:  “V. Derecho de acceso a la información, transparencia y combate contra la corrupción. 
20. Con sujeción a la obligación de transparencia activa, los Estados deberán divulgar proactivamente aquellos datos referidos a registros, estudios, planes de vacunación y en general, la información relativa a la adquisición, importación, distribución, priorización, aplicación de vacunas; así como de los procesos y procedimientos de vigilancia y control aplicados. La asignación de recursos públicos para la adquisición de vacunas genera obligaciones en materia de acceso a la información y por lo tanto quienes reciban o ejecuten, total o parcialmente, dichos recursos públicos para la fabricación, venta, distribución y/o aplicación de vacunas, también deben transparentar proactivamente la información relacionada con estas actividades asociadas al proceso de inoculación.”] 


85. Además, no debe perderse de vista que el derecho de acceso a la información se traduce en una prerrogativa de vertiente pública, colectiva o institucional; de esta forma, deberá respetarse el derecho de los individuos no sólo a expresar el pensamiento propio sino también, como miembros de un colectivo, a recibir información, lo que hace que tal derecho reciba la característica de ser de orden público y de interés social. 

86. Incluso, de conformidad con los datos expuestos anteriormente, se advierte que el riesgo al que se refiere la recurrente se encuentra en cierta medida materializado toda vez que el Gobierno Federal ha dado cuenta sobre las acciones de donación efectuadas con otros países, específicamente el número de dosis, empresa farmacéutica fabricante y las fechas en que se han recibido dichas vacunas o enviado. 

87. Por tanto, si hasta el momento existen datos oficiales en los portales de comunicación del Gobierno mexicano semejante a la que en este caso se solicita y no se ha constatado el riesgo en los términos planteados por la parte recurrente, tampoco es posible asumir que, al revelar los mismos datos, pero sobre las vacunas que han sido recibidas en concepto de donación, se actualice la condición excepcional de seguridad nacional para clasificar dicha información. 

88. Tampoco se acreditó riesgo de perjuicio, no obstante se señale que el conocimiento de los datos antes mencionados afecta el programa de vacunación nacional y repercute en el ámbito internacional, pues no está referido ni demostrado de manera alguna porqué dicha información puede llegar a generar un daño y es que, como ya fue referido, en ningún momento se está autorizando dar a conocer información sobre procedimientos, condiciones, especificaciones, logística o ningún otro respecto a los procesos de donación que llevarían a comprometer las acciones del Estado Mexicano para la mitigación de la pandemia generada por el SARS-CoV-2; sino datos genéricos. 

89. Al contrario, por lo expuesto en los puntos anteriores, se trata también de una exigencia de carácter público, la cual beneficia al derecho a la información y al de la salud. 

90. Por lo anteriormente expuesto, no puede considerarse actualizada la causal de reserva invocada por el sujeto obligado al haberse acreditado que su divulgación no actualiza o potencializa un riesgo o amenaza a la seguridad nacional, en cuanto a la información relativa a: 

“1. Qué países le han solicitado a México vacunas donadas contra el Covid- 19, precisando por cada país:
a) País
b) Cantidad de vacunas solicitadas a México
c) Fecha de la solicitud
d) Copia del escrito de solicitud
e) Se informe si la solicitud fue atendida por México y de ser así se precise:
i. Cuántas vacunas le donó (cuántas de cada tipo o marca)
ii. Cuándo se dio esta donación
iii. Quién autorizó la donación (nombre y cargo)

2.  En total cuántas vacunas ha donado México a otros países, precisando por cada país:
a) País receptor
b) Cantidad de vacunas donadas por México -cuántas por cada tipo o marca-
c) En qué fechas se realizaron las donaciones -cuántas por cada fecha-.

3.  A cuántos países México les ha solicitado vacunas donadas para ser aplicadas a los mexicanos, precisando por cada solicitud de donación:
a) Fecha de solicitud
b) A qué país se dirigió
c) Cuántas vacunas donadas se solicitaron
d) Copia del escrito de solicitud de México
e) Copia del escrito de respuesta a México
f) Se informe si el país atendió esta solicitud de México, y de ser así se informe:
i. Cuántas vacunas donó a México (cuántas de cada tipo o marca)
ii. Cuándo las donó

91. Así, conforme al alcance de esta sentencia, este Tribunal Pleno concluye que el recurso de revisión interpuesto es parcialmente fundado. 

92. En ese orden de ideas, es necesario, por un lado, revocar la resolución del Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales en el recurso de revisión ********** sólo en cuanto a la determinación de desclasificar la información relativa al valor económico que representó para el Estado Mexicano la donación de vacunas por parte de otros países y, por otra confirmar la no actualización de la reserva  de información por motivos de seguridad nacional en cuanto a los demás datos solicitados. 

93. Por lo expuesto y fundado se, 

R E S U E L V E:

[bookmark: _Hlk116680759]PRIMERO. Es procedente y parcialmente fundado el presente recurso de revisión en materia de seguridad nacional. 

SEGUNDO. Se modifica la resolución recurrida del Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales dictada en el recurso de revisión RRA **********.

	Notifíquese; con testimonio de la presente resolución, devuélvanse los autos a su lugar de origen y, en su oportunidad, archívese el presente toca como asunto concluido.

Así lo resolvió el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación:

En relación con el resolutivo primero:
[bookmark: _Hlk148048574]Se aprobó por unanimidad de ocho votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf, Pardo Rebolledo, Ríos Farjat, Laynez Potisek y Presidente en funciones Zaldívar Lelo de Larrea, respecto de los considerandos del primero al quinto relativos, respectivamente, a la competencia, a la procedencia, a la legitimación, a la oportunidad y a los agravios.
Se aprobó por mayoría de siete votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf, Pardo Rebolledo, Ríos Farjat y Laynez Potisek, respecto del considerando sexto, relativo al aspecto preliminar. El señor Ministro Presidente en funciones Zaldívar Lelo de Larrea votó en contra.

En relación con el resolutivo segundo:
Se aprobó por unanimidad de ocho votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá por razones distintas, Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf en contra de las consideraciones, Pardo Rebolledo, Ríos Farjat apartándose de las consideraciones y por razones adicionales, Laynez Potisek y Presidente en funciones Zaldívar Lelo de Larrea, respecto del considerando séptimo, relativo al estudio de fondo. El señor Ministro González Alcántara Carrancá anunció voto concurrente.
Los señores Ministros Luis María Aguilar Morales y Alberto Pérez Dayán y la señora Ministra Presidenta Norma Lucía Piña Hernández no asistieron a la sesión de treinta y uno de agosto de dos mil veintitrés, el primero previo aviso a la Presidencia, el segundo por gozar de vacaciones al haber integrado la Comisión de Receso correspondiente al primero período de sesiones de dos mil veintitrés, y la tercera por desempeñar una comisión oficial.
Dada la ausencia de la señora Ministra Presidenta Piña Hernández, así como la del señor Ministro Aguilar Morales, siguiente en el decanato, el señor Ministro Zaldívar Lelo de Larrea asumió la Presidencia del Tribunal Pleno en su carácter de decano para el desarrollo de esta sesión, en atención a lo establecido en el artículo 13 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación.
El señor Ministro Presidente en funciones Zaldívar Lelo de Larrea declaró que el asunto se resolvió en los términos propuestos. 
Firma el señor Ministro Ponente con el Secretario General de Acuerdos, quien da fe y certifica, para los efectos de lo previsto en el artículo 68, fracciones III y XIII, del Reglamento Interior de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la causa por la cual el engrose no se suscribe por el Ministro que presidió en funciones la sesión en la que se discutió y aprobó la sentencia del presente recurso de revisión en materia de seguridad nacional.

PONENTE




MINISTRO JORGE MARIO PARDO REBOLLEDO

EL LICENCIADO RAFAEL COELLO CETINA, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, - - -  - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - C E R T I F I C A : - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - Para efectos de lo previsto en el artículo 68, fracciones III y XIII, del Reglamento Interior de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ante la conclusión del período constitucional del Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea con motivo de la renuncia aprobada por el Senado de la República en su sesión del quince de noviembre de dos mil veintitrés, al tenor de su comunicado número 451 de esa fecha, se hace constar que, como se advierte de las páginas de la 2 a la 6 del acta de la sesión pública del Tribunal Pleno celebrada el treinta y uno de agosto de dos mil veintitrés, el Ministro Zaldívar Lelo de Larrea la presidió en funciones, en su calidad de decano en atención a lo establecido en el artículo 13 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en la cual se resolvió y aprobó la sentencia del recurso de revisión en materia de seguridad nacional previsto en la Ley General de  Transparencia y Acceso a la Información Pública 2/2022, conforme a los considerandos y los resolutivos contenidos en este engrose, lo que se precisa para los efectos de lo establecido en la primera parte de la fracción IV del artículo 14 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - Ciudad de México a seis de junio dos mil veinticuatro.- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

En términos de lo previsto en los artículos 113 y 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública; 110 y 113 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública; y el Acuerdo General 11/2017, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicado el dieciocho de septiembre de dos mil diecisiete en el Diario Oficial de la Federación, en esta versión se suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial que se encuentra en esos supuestos normativos.
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